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Suprema de Justicia da seguimiento 
a desafíos señalados en el Primer 
Informe Estado de la Justicia
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La Presidencia de la Corte Suprema 
de Justicia instauró un seguimiento 
periódico a los desafíos destacados en 
el Primer Informe Estado de la Justicia, 
con ello se pretende que los diagnós-
ticos contenidos en dicho estudio, 
se transformen en insumos útiles y 
con incidencia directa en la toma de 
decisiones para mejorar el servicio 
de justicia en las distintas instancias 
aludidas por el Informe.

El seguimiento realizado incluye un 
repaso de las acciones implementa-
das para solventar las problemáticas 
formuladas en dicho Informe y que 
deben ser informadas por parte de los 
responsables en cada materia.

Uno de los objetivos de este Segundo 
Informe Estado de la Justicia es valorar 
los avances en los desafíos señalados 
en el Primer Informe. Sobre esa base, 
se pretende constituir un sistema de 
seguimiento para los nuevos temas que 
se investiguen en futuras ediciones.

Ante este contexto, la segunda edi-
ción presenta los cambios ocurridos 

con respecto a la situación encontrada 
en el Primer Informe, es decir, entre 
los años 2014 y 2016 (capítulo 1). 
Este trabajo fue inspirado y facilitado 
por una iniciativa de la Presidencia 
de la Corte Suprema de Justicia, que 
consistió en solicitar a las dependen-
cias aludidas en el Informe reportes 
periódicos sobre sus planes de mejora. 

Respecto a las funciones administrati-
vas, específicamente las áreas de gestión 
y productividad, la falta de indicadores 
de gestión y de productividad detectada 
en el Primer Informe se mantiene. Este 
sigue siendo uno de los mayores retos 
para lograr una evaluación concienzuda 
del desempeño judicial, que sirva como 
insumo para desarrollar procesos de 
mejora efectivos.

En el tema de evaluación de desempe-
ño, el Primer Informe señaló un vacío 
y en la presente edición, aunque se 
constatan nuevos esfuerzos, estos siguen 
siendo puntuales o se encuentran en fase 
de prueba, por lo que esta evaluación no 
se ha materializado como una práctica 

Iniciativa de Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia da seguimiento 
a desafíos señalados en el Primer 
Informe Estado de la Justicia

s	 Se presentan los cambios ocurridos con respecto a la situación en-
contrada en el Primer Informe, es decir, entre los años 2014 y 2016.

s	 Se detectaron esfuerzos por mejorar la evaluación de desempeño 
por competencias, pero siguen siendo puntuales o están en fase de 
prueba.
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institucional. La Comisión Nacional 
de Sistema Nacional de Calidad (Sin-
ca-Justicia), encargada de examinar los 
sistemas de gestión de los despachos, 
únicamente había acreditado siete ofi-
cinas hasta 2013 y existía una amplia 
lista de espera. Desde 2015 la Direc-
ción de Gestión Humana tiene a su 
cargo la implementación del sistema 
de evaluación de desempeño basado 
en el enfoque de competencias, que 
se espera completar entre 2015 y 
2019. En 2015 se habían evaluado 
trece oficinas. En diciembre de 2016 
se tenía un avance del 81,5% en el 
diseño y desarrollo del sistema de 
información que apoyará el trabajo 
en esta materia.

Por otro lado, en el área de la jus-
ticia penal, de acuerdo con el Primer 
Informe Estado de la Justicia, la deses-
timación y el archivo fiscal son las dos 
modalidades más frecuentes de cierre 
de un caso penal (65%) y además, en 
algunos delitos y para una población 
específica, estas terminaciones están 
asociadas a un mayor riesgo para la 
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a/	Cifras	deflactadas	con	el	índice	de	precios	al	consumidor	base	2006.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	Sección	de	Estadística	
de	la	Dirección	de	Planificación	del	Poder	Judicial.

◗ Gráfico 1.17

Costo promedio real por asunto terminado.  
2000-2015
(miles de colones constantes, base 2006=100)a/
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Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	Sección	de	Estadística	
de	la	Dirección	de	Planificación	del	Poder	Judicial.

◗ Gráfico 1.18

Evolución del número de habitantes por juez. 1990-2015

Indicador 1990 2000 2005 2010	 2013 2015 Tendencia
Porcentaje	del	gasto	dedicado	a	pago	de	personal	 	 85,1	 92,4	 87,6	 88,9	 88,4	
Presupuesto	per	cápita	(dólares)	 15,7	 32,2	 45,6	 98,8	 132,9	 156,1	
Costo	real	por	caso	terminado	(miles	de	colones)	 	 223,4	 227,2	 267,0	 348,3	 361,0	
Casos	entrados	netos	por	juez	de	primera	y	única	instancia	 765	 844	 677	 672	 565	 529	
Casos	terminados	netos	por	juez	de	primera	y	única	instancia	 	 841	 663	 595	 487	 491	
Casos	activos	por	juez	de	primera	y	única	instancia	 709	 824	 622	 704	 826	 839	
Casos	en	trámite	por	juez	de	primera	y	única	instancia	 	 	 467	 566	 587	 563	
Casos	activos	por	cada	1.000	entrados	 926	 977	 920	 1.047	 1.463	 1.586	
Casos	en	trámite	por	cada	1.000	entrados	 	 	 690	 842	 1.044	 1.063	
Número	de	sentencias	por	juez	de	primera	y	única	instancia	 	 958	 298	 182	 168	 135	
Personal	del	Poder	Judicial	por	100.000	habitantes	 120	 160	 181	 228	 238	 246	
Jueces	por	100.000	habitantes	 10	 15	 19	 25	 26	 27	
Fiscales	por	100.000	habitantes	 2	 6	 8	 11	 11	 12	
Defensores	por	100.000	habitantes	 3	 5	 6	 8	 10	 10	
Número	de	habitantes	por	juez	 9.965	 6.665	 5.178	 4.085	 3.889	 3.717	
Litigiosidad	 67	 105	 114	 144	 126	 124	

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	Sección	de	Estadística	de	la	Dirección	de	Planificación	del	Poder	Judicial.

◗ Cuadro 1.5

Comparación de indicadores de gestión del Poder Judicial. 1990, 2000, 2010, 2013 y 2015
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Función	administrativa

gestión y productividad

resumen
El Primer Informe encontró que durante el pe-

ríodo de reformas el presupuesto judicial tuvo una 
expansión notable, que no fue acompañada por un 
crecimiento en los indicadores de resultado (casos 
terminados por juez de primera instancia y sentencias 
por juez). 

Tal como se observa en el gráfico 1.16, el presu-
puesto judicial muestra una tendencia al alza desde el 
año 2000, especialmente a partir de 2007, y ese com-
portamiento se mantuvo durante el período 2014-
2016. En el último de estos años ascendió a 243.000 
millones de colones. 

En cuanto a la productividad6, se reportan es-
fuerzos en distintas áreas: a partir de 2014 se inició el 
rediseño de procesos en el Circuito Judicial de Car-
tago y su periferia, en el Primer Circuito de San José 
en materia cobratoria y en la Oficina de Recepción de 
Documentos Anexo “A” del Segundo Circuito de San 
José, en la jurisdicción contencioso-administrativa. 
Además se continuó con la incorporación de nuevas 
tecnologías (en 2015 el 67% de las oficinas judiciales 
contaba con sistemas informáticos de gestión) y se 
aprobó el primer plan estratégico en el área tecnológi-
ca, para el quinquenio 2015-2020. También se creó el 
Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de 
la Función Jurisdiccional. No obstante, cabe señalar 
que mientras la litigiosidad se viene reduciendo desde 
2010, los casos en trámite y la cantidad de causas acti-
vas al año en relación con los asuntos entrados siguen 
creciendo. No hay cambios en el número de casos ter-
minados por juez y las sentencias por juez continúan 
disminuyendo.  

La falta de indicadores de gestión y de productivi-
dad detectada en el Primer Informe se mantiene. Este 
sigue siendo uno de los mayores retos para lograr una 
evaluación concienzuda del desempeño judicial, que 
sirva como insumo para desarrollar procesos de me-
jora efectivos. 

Aun sin indicadores precisos, en este ejercicio de 
seguimiento se presentan algunos datos agregados, 
con el fin de explorar de manera preliminar la gestión 
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a/	Cifras	deflactadas	con	el	índice	de	precios	al	consumidor	base	2006.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	del	Departamento	de	Planificación,	Sección	de	
Planes	y	Presupuesto	del	Poder	Judicial.

◗ Gráfico 1.16

Evolución del presupuesto real asignado al Poder Judicial. 
2000-2016
(miles de millones de colones constantes, base 2006=100)a/

6 Para más detalles sobre la productividad desagregada por circuitos judiciales, véase el capítulo 3

institucional entre 2014 y 2015. La información del cuadro 1.5 revela que 
en el período de estudio siguió creciendo el presupuesto judicial, lo mismo 
que los costos por caso terminado y por funcionario (gráficos1.17 y 1.18). 

Asimismo, los datos relacionados con el personal muestran un au-
mento en 2015, sobre todo en la contratación de funcionarios auxiliares y 
administrativos, que representaron el 76% de las nuevas plazas registradas 
en 2014 y 2015, lo que se refleja en el peso de la categoría “otros” en el 
gráfico1.20.

En el tema de evaluación de desempeño, el Primer Informe señaló 
un vacío, y la presente edición constata que los esfuerzos siguen siendo 
puntuales o se encuentran en fase de prueba. La Comisión Nacional de 
Sistema Nacional de Calidad (Sinca-Justicia), encargada de examinar los 
sistemas de gestión de los despachos, únicamente había acreditado siete 
oficinas hasta 2013, y existía una amplia lista de espera. 

En 2014 se aprobó el “Reglamento del Sistema Integrado de Evalua-
ción del Desempeño del Poder Judicial” y en 2015 la Corte Plena dio el 
visto bueno al “Proyecto de ley para la evaluación de la gestión, el desem-
peño y la rendición de cuentas en el Poder Judicial”.

Desde 2015 la Dirección de Gestión Humana tiene a su cargo la  

tutela efectiva de derechos en esta 
materia. 

Ante esta realidad, el dictamen 
del presente Informe indica que en 
materia penal, uno de los logros ges-
tionados es que se pudo visibilizar 
e incidir en las jerarquías para que 
prestaran mayor atención a los casos 

cerrados por desestimación y archivo 
fiscal, especialmente los asociados 
a ciertos delitos. El fortalecimien-
to de las unidades de control en el 
Ministerio Público es una señal de 
ese esfuerzo, por lo que se registró 
un descenso en las desestimaciones, 

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con información de la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación del Poder 
Judicial.

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con datos del Departamen-
to de Planificación, Sección de Planes y Presupuesto del Poder Judicial.
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pero no en los asuntos enviados a 
archivo fiscal. 

Para futuras entregas del Infor-
me Estado de la Justicia, se elaboró 

una propuesta de indicadores de 
seguimiento a los temas analizados 
por el Segundo Informe. Así, en un 
eventual tercer informe este sistema 

de seguimiento se expandirá a otras 
temáticas, que se incluyen a modo 
de propuesta en el apartado final 
del capítulo 1.



Poder Judicial garantiza un amplio 
acceso a la justicia
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El Poder Judicial sigue manteniendo 
un amplio acceso de la población a su 
derecho de justicia pronta y cumplida, 
como lo reseñó el Informe en su edición 
anterior (2015). Dicha fortaleza es el 
resultado de un largo proceso histórico 
de construcción institucional, que tuvo 
lugar durante todo el siglo XX. 

En los últimos veinte años, el Poder 
Judicial experimentó una serie de re-
formas orientadas a mejorar su capa-
cidad para ofrecer una justicia pronta, 
cumplida e igual para todos y todas, 
con especial énfasis en poblaciones en 
situación de vulnerabilidad. 

Esta institución recibe más de seis-
cientos mil casos nuevos cada año, para 
una población de cuatro millones y 
medio de habitantes. La inversión en 
justicia por habitante es actualmente 
cuatro veces mayor que la de dos dé-
cadas atrás, aunque la población creció 
en un 37%. En ese período, la planilla 
judicial se cuadruplicó y se ampliaron 
la cobertura territorial y la diversidad 
temática que atienden los despachos 

judiciales. Ello permitió incrementar 
el acceso ciudadano a los servicios del 
sistema y ha generado una de las tasas 
de litigiosidad más altas de América 
Latina (solo por debajo de Chile). 

El Primer Informe señaló que en 
materia de acceso a la justicia los 
esfuerzos se habían concentrado en 
la equidad de género, pero también 
habían ido más allá, al incluir a otros 
grupos vulnerables de la población. 
En esa edición se comentó la puesta 
en marcha, en 2011, del plan piloto 
de la Plataforma Integrada de Servi-
cios de Atención a la Víctima (Pisav) 
en el distrito josefino de Pavas. A su 
vez, este Segundo Informe reporta 
que en 2016 esa instancia ya estaba 
funcionando en los cantones de La 
Unión (Cartago) y Flores (Heredia). 
Otro esfuerzo que se debe resaltar es 
el “Programa de equipos de respuesta 
rápida para la atención integral de 
víctimas de violación”. 

En el período 2014-2016 se aprobó 
la “Política institucional para el acceso 

Poder Judicial garantiza un amplio 
acceso a la justicia

s	 La creación de políticas y mecanismos ha tenido como énfasis el ac-
ceso de poblaciones vulnerables.

s	 El Programa de Facilitadores Judiciales pasó de 57 colaboradores en 
2014, a 474 en noviembre de 2016.
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a la justicia de personas afrodes-
cendientes” y su Plan de Acción, la 
“Política pública de justicia juvenil 
restaurativa” y una nueva versión 
de la “Política institucional para 
garantizar el acceso a la justicia de 
personas adultas mayores”. Ade-
más, se ofreció capacitación sobre 
derechos humanos y se ejecutaron 
campañas de comunicación en temas 
de acceso a la justicia para grupos 
específicos. 

En 2016 se estableció el Observa-
torio de Violencia de Género contra 
las Mujeres y Acceso a  la Justicia. 
También se creó la aplicación móvil 
“Empodérate”, que busca que los 
niños, niñas y adolescentes conozcan 
y hagan valer sus derechos. 

Asimismo, el Segundo Informe Es-
tado de la Justicia también corrobora 
la existencia de oficinas judiciales en 
todo el territorio nacional, que han 
ido ampliando su cobertura y especia-
lización. Ello se ha complementado 

Entrada neta de casos al Poder Judicial. 2000-2015

con el Programa de Facilitadores 
Judiciales y su notable crecimiento 
en los dos últimos años, ya que pasó 
de 57 colaboradores en 2014, a 474 
en noviembre de 2016. 

En resumen, se ha mantenido como 
prioridad el acceso a la justicia con la 
creación y desarrollo de políticas, meca-
nismos, proyectos y campañas, con espe-
cial énfasis en poblaciones vulnerables. 

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 a partir de información de la Sección de 
Estadística de la Dirección de Planificación del Poder Judicial.
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Gobierno judicial con limitaciones 
para atender demandas de eficacia 
y transparencia
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En la actualidad, la estructura del 
gobierno judicial presenta limitacio-
nes para atender las demandas de la 
ciudadanía para una mayor eficacia 
y transparencia. Se mantiene una 
jerarquía vertical que concentra la 
toma de decisiones políticas y ad-
ministrativas en la Corte Suprema 
de Justicia y sus integrantes, incluso 
a nivel de “microadministración”, 
cuya gestión queda desbordada en un 
marco de amplia dispersión territo-
rial, diversidad de materias, órganos 
auxiliares que tienen distintos niveles 
de autonomía y crecientes recursos 
humanos y financieros.

La segunda publicación del Informe 
Estado de la Justicia documenta que la 
delegación de funciones en el Consejo 
Superior, promovida por la reforma a 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
1993, y en las distintas olas reformis-
tas que vinieron después, no implicó 
una cesión de poder real por parte de 

la Corte. Hubo descentralización de 
algunas tareas, pero no se modificó 
sustancialmente la centralización de 
poderes. 

Hay tres motivos por los cuales las 
labores administrativas siguen ocu-
pando una buena parte del trabajo de 
las magistradas y los magistrados. En 
primer lugar, la normativa reservó para 
ese órgano importantes funciones de 
gobierno y gestión administrativa (pre-
supuesto, nombramientos, sanciones, 
etc.). En segundo, quienes presiden los 
consejos y las comisiones de trabajos 
temáticos y jurisdiccionales son los y las 
magistradas. Y, en tercer lugar, median-
te la figura del avocamiento, pueden 
entrar a conocer cualquier asunto de 
la agenda del Consejo Superior, por 
ejemplo, recientemente se han avocado 
nombramientos de las jerarquías del 
conglomerado institucional. 

La concentración del poder político 
y administrativo en la Corte Suprema 

Gobierno judicial con limitaciones 
para atender demandas de eficacia 
y transparencia

s	 La falta de trazabilidad, calidad y oportunidad de la información 
disponible impiden la toma de una decisión estratégica basada en 
evidencias, por parte de la cúpula judicial.

s	 Comisión de Nombramientos de la Asamblea Legislativa elige aspi-
rantes a la magistratura sin estándares de selección internacionales 
aplicables en estos procesos y con escaso escrutinio público.
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de Justicia es también un riesgo para la 
independencia judicial interna. En la 
medida en que la decisión final sobre 
un nombramiento o sanción reside 
en la Corte Plena y sus integrantes, 
se debilita la autonomía del personal 
judicial subordinado. 

Aunado a esto, el Segundo Informe 
Estado de la Justicia destaca como, 
a pesar de que las estadísticas judi-
ciales de Costa Rica están entre las 
más robustas de América Latina, los 
distintos sistemas de información 
del Poder Judicial tienen problemas 
de calidad y oportunidad, no se ali-
mentan adecuadamente por lo que 
están incompletos, no se comunican 
entre sí para comparar temas y aún 
no generan reportes que permitan 
el seguimiento en tiempo real, todo 
lo cual limita y demora la toma de 

decisiones basadas en evidencias.
Con estas condiciones actuales, el 

Poder Judicial tiene dificultades para 
conocer el tipo de respuesta que brinda 
a la ciudadanía y debe limitarse a datos 
de flujo (ingresos, egresos, promedios), 
que no dan cuenta de todo su trabajo. 

Por otra parte, se dio seguimiento 
al tema de nombramientos de ma-
gistrados, que fue profundizado en el 
Primer Informe Estado de la Justicia. 
En los últimos años, en las salas del 
Poder Judicial se mantienen vacíos que 
pueden afectar su funcionamiento. 
La Comisión de Nombramientos del 
Congreso elige aspirantes a la magis-
tratura sin estándares de selección 
internacionales aplicables a estos pro-
cesos y con escaso escrutinio público, 
a contrapelo de la demanda ciudadana 
por una mayor transparencia. A esto se 

suman coyunturas delicadas como la 
transición en la Presidencia de la Cor-
te, así como de la campaña electoral 
nacional, lo cual potencia el interés 
de actores externos para influenciar 
la conformación de la Corte Plena, 
por medio de los nombramientos en 
la Asamblea Legislativa. 

Por lo tanto, frente a estos comple-
jos desafíos se requiere una dirección 
clara y estratégica para profundizar en 
los avances y trabajar en las falencias 
detectadas, conducción de la cual el 
gobierno judicial es responsable ex-
clusivo. Sin embargo, la remodelación 
de este diseño institucional no es un 
asunto judicial, sino un aspecto del 
sistema político del país, por lo que 
es preciso incluir a otros sectores 
de la sociedad en la deliberación y 
construcción de propuestas. 
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la Corte en actividades rutinarias, pero a la vez introdujo 
nuevas formas de participar en la administración técnica 
y estratégica del conglomerado judicial.

En primer lugar, el Consejo Superior y los demás 
consejos existentes en el Poder Judicial tienen un carác-
ter de subordinación con respecto a la Corte Suprema, 
pues todos sus integrantes son nombrados discrecional-
mente por ella. La jerarquía también encabeza los conse-
jos: la persona que ocupa la Presidencia de la Corte es a 
la vez quien dirige el Consejo Superior, y otros magistra-
dos y magistradas presiden los consejos de la Judicatura, 
de Personal y de la Escuela Judicial. Es cierto que puede 
haber un matiz en esta participación, pues las decisio-
nes las toma el órgano colegiado, donde los miembros 
de la Corte son solo uno o dos votos y es probable que 
no siempre sus puntos de vista sean los que prevalecen, 
pero también es indudable que su investidura les da una 
autoridad y una influencia singulares. En todo caso, esta 
situación no contribuye al objetivo de descargar a las y 
los magistrados de labores administrativas.

En segundo lugar, los magistrados y magistradas for-
man parte de distintas comisiones temáticas, que mane-
jan recursos y personal. El Primer Informe Estado de la 
Justicia señaló que estas instancias, dirigidas casi siempre 
por miembros de la Corte, funcionan como mecanis-
mos alternos de toma de decisiones, más o menos esta-

bles, y en paralelo con la estructura de gobierno judicial.  
La participación en ellas aumenta la carga de trabajo, no 
solo de los magistrados, sino del personal que las integra. 
Algunos se alejan de la función jurisdiccional en las salas 
para dar seguimiento a la o las comisiones que lideran 
(PEN, 2015). 

Dado que no se cuenta con un listado exhaustivo de 
las comisiones existentes (por ejemplo, en la página web 
del Poder Judicial solo se incluyen enlaces para nueve), 
se realizó una aproximación por medio del informe de 
labores del Consejo Superior, que da cuenta del número 
de comisiones en que participan sus miembros. 

En 2012 había 31 comisiones a las cuales asistía algu-
no de los cinco integrantes del Consejo, y en 2016 la cifra 
ascendió a 37. Al agruparlas en áreas de trabajo, se ob-
serva una gran variedad de asuntos: hay comisiones re-
lacionadas con asuntos rutinarios (sistemas, eliminación 
de documentos, por ejemplo), otras tienen un enfoque 
más jurisdiccional (penal, oralidad o flagrancia) y final-
mente están las especializadas en la gestión institucional 
(gráfico 2.2).

Así pues, se asume que en la actualidad hay 37 comi-
siones que funcionan de modo simultáneo, aunque con 
muy distintos alcances y recursos. Algunas cuentan con 
equipos permanentes de trabajo, secretarías técnicas, 
página web, e incluso se organizan en subcomisiones7. 

Consejos del Poder Judicial Integrantes Legislación
Consejo Superior	 Magistrado	Presidente	de	la	Corte	Supremab/	 Ley	7333,	artículo	71
	 Representante	de	jueces
	 Representante	de	funcionarios	judiciales	no	jueces
	 Representante	de	trabajadores
	 Representante	de	abogados	privados	
	 	
Consejo Directivo de la Escuela Magistradob/	 Ley	7728,	artículo	12
Judicial	 Director	de	la	Escuela	Judicial
	 Dos	jueces
	 Director	General	del	OIJ
	 Director	de	la	Defensa	Pública	
	 Fiscal	General	del	Ministerio	Público
	 Director	de	Gestión	Humanac/	
Consejo de la Judicatura	 Magistradob/	 Ley	7338,	artículo	71
	 Integrante	del	Consejo	Superior
	 Integrante	del	Consejo	Directivo	de	la	Escuela	Judicial
	 Dos	jueces	superiores	
Consejo de Personala/	 Dos	magistradosb/	 Ley	5155,	artículo	11
	 Dos	funcionarios	que	administran	justicia
	 Director	del	Departamento	de	Gestión	Humana

a/	Coordina	el	Consejo	el	magistrado	o	magistrada	con	más	antigüedad	como	miembro	del	Colegio	de	Abogados	y	Abogadas	de	Costa	Rica.	 	
b/	Preside	el	Consejo.	 	
c/	La	participación	del	Director	de	Gestión	Humana	no	está	prevista	en	la	Ley.	Sin	embargo,	el	Consejo	Directivo	decidió	incorporarlo,	con	voz	pero	sin	voto	
(acta	23,	de	2005,	artículo	3).	 	

Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	las	leyes	respectivas.			 	

◗ Cuadro 2.3

Integración de los consejos del Poder Judicial, según puesto

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con base en las leyes respectivas.
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a/	Se	excluyeron	los	temas	de	presupuesto	y	plan	estratégico,	que	únicamente	
contabilizaban	uno	o	dos	asuntos.
b/	Las	actas	revisadas	son:	01-1990,	99-1990,	01-1996,	29-1996,	01-2000,	49-2000,	
01-2005,	37-2005,	01-2010,	36-2010,	01-2015	y	44-2015.

Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	actas	seleccionadas	de	las	sesiones	de	Corte	
Plena.

◗ Gráfico 2.1

Temas administrativosa/ tratados por la Corte Plena 
en sesiones seleccionadasb/

chos específicos, etc.), de magistrados sobre el trabajo de 
las comisiones o algún tema en particular y hasta de des-
empeño individual. En 2015 el volumen se incrementó 
porque se comenzó a llevar registro de los informes que 
rinden las y los magistrados después de una represen-
tación internacional (eventos, conferencias, cumbres, 
etc.): en las dos actas de ese año incluidas en el estudio, 
siete de dieciocho informes contabilizados correspon-
dían a ese tipo de reportes. La Corte únicamente puede 
conocer y archivar los informes, o bien aprobarlos, con 
lo cual sus recomendaciones se convierten en decisiones.

En las actas de los años 2005 y 2010 se desconges-
tionó el conocimiento de asuntos relacionados con 
personal, nombramientos, jubilaciones e informes, pero 
ganaron protagonismo los casos provenientes del TIJ. 
En ellos las personas solicitan a la Corte revisiones de 
los fallos del Tribunal, o este le pide a la Corte que ejerza 
su potestad sancionatoria mediante la aplicación del ar-
tículo 199 de la LOPJ, referido a retardo o errores graves 
en la administración de justicia5. También la Corte pue-
de imponer sanciones administrativas directamente a los 
magistrados propietarios y suplentes.

En 2015 la Corte Plena resolvió una cantidad de 
asuntos administrativos similar a la registrada en 1990 
(antes de la reforma de la LOPJ): alrededor de cincuen-
ta acuerdos aprobados en dos sesiones revisadas en este  
estudio (gráfico 2.1). Esa cifra representa un crecimiento 
con respecto a años anteriores y es producto de la expan-
sión del conglomerado institucional; las más de 11.000 
personas que laboran para el Poder Judicial generan un 
alto número de decisiones administrativas, en contraste 
con la planilla de poco más de 3.000 funcionarios que 
existía a principios de los noventa, cuando se creó el 
Consejo Superior. 

Finalmente, entre las competencias administrativas 
de la Corte está la figura del avocamiento, que le permite 
conocer cualquier asunto que esté tramitando el Conse-
jo Superior cuando las y los magistrados lo consideren 
conveniente.  Es por esta razón que Cruz (2000) argu-
menta que el Consejo tiene una competencia delegada, 
que no le da exclusividad en ningún campo. El avoca-
miento se ha utilizado esporádicamente y no se cuenta 
con datos estadísticos sobre el tema. En una búsqueda 
en el Sistema Costarricense de Información Jurídica 
(SCIJ) se encontraron registros de asuntos de este tipo 
en seis actas de Corte de Plena en los últimos diez años6. 
Se trató de un concurso público internacional en el mar-
co del préstamo Poder Judicial-BID, los nombramientos 
de magistrados suplentes y la designación de las personas 
encargadas de la Dirección de Tecnología e Informática, 
la Dirección de la Escuela Judicial y las jefaturas del De-
partamento de Medicina Legal y la Oficina de Prensa.

Los	consejos	y	las	comisiones	como	
extensiones	de	la	Corte

Desde el punto de vista del gobierno judicial, la 
principal reforma introducida a la LOPJ en 1993 fue la 
creación del Consejo Superior. Sin embargo, la Ley no 
planteó una separación de las funciones administrativas, 
jurisdiccionales y disciplinarias en una entidad distinta a 
la Corte Suprema, y tan solo definió al Consejo Superior 
como un “órgano subordinado de la Corte Suprema de 
Justicia” (artículo 67). 

Aún más, el diseño derivado de la LOPJ dispone que 
las y los magistrados participen en la toma de decisiones 
administrativas de manera directa, como miembros de 
diversos órganos, e indirecta, a través del nombramien-
to discrecional de las jefaturas de la institución. Desde 
esta perspectiva, la Ley disminuyó las competencias de 

5 “Será rechazada de plano toda queja que se refiera exclusivamente a problemas de interpretación de normas jurídicas. Sin embargo, en casos de retardo o errores graves 
e injustificados en la administración de justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial, sin más trámite deberá poner el hecho en conocimiento de la Corte Plena, para que 
esta, una vez hecha la investigación del caso, resuelva sobre la permanencia, suspensión o separación del funcionario” (LOPJ, artículo 199). 
6 La búsqueda se realizó utilizando la palabra clave “avocamiento” y se obtuvo un total de ochenta resultados. Al intentar con otras palabras (avocar, avocarse) los resul-
tados fueron cientos, y habría sido necesario abrir y revisar las actas para saber, en cada caso, si se trataba de esta figura o solo de un uso genérico del término.  
Tal esfuerzo rebasaba las posibilidades de tiempo y recursos de esta investigación.

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con base en actas seleccio-
nadas de las sesiones de Corte Plena.
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Los órganos que conforman el go-
bierno del Poder Judicial en Costa 
Rica tienen un alcance muy amplio, 
en virtud del diseño institucional del 
que forman parte y que abarca la Sala 
Constitucional, el Ministerio Público, 
la Defensa Pública, el Organismo de 
Investigación Judicial (OIJ) y otros 
entes especializados. Específicamente 
en las funciones de administración y 
disciplina, los responsables enfrentan 
un creciente volumen de trabajo, por 
la complejidad y el tamaño del con-
glomerado judicial y la diversificación 
de la demanda desde la ciudadanía. 

Este Segundo Informe Estado de la 
Justicia examina las principales fun-
ciones del gobierno judicial, el cual es 
la organización que define las políticas 
y lineamientos, así como el manejo de 
los recursos del sistema de administra-
ción y justicia, donde cabe destacar la 
labor de la Corte Plena como jerarca 
máximo, el Consejo Superior como 
órgano de administración y el Tribu-
nal de la Inspección Judicial que le 

corresponde el régimen de sanciones 
administrativas.

El Consejo Superior es la máxima 
instancia de decisión en asuntos ad-
ministrativos, que pueden ser desde 
funciones rutinarias (atención de so-
licitudes de información) hasta la for-
mulación de lineamientos generales y 
reglamentos. Fue creado en 1993 para 
descongestionar a la Corte Plena de 
la administración del conglomerado 
judicial y garantizar la independencia 
interna de la administración de justicia. 

Los asuntos que pasan por la apro-
bación o conocimiento del Consejo 
Superior crecen, sin que aumente 
proporcionalmente su capacidad de 
toma de decisiones. La rendición de 
cuentas de este Consejo se circuns-
cribe a la publicación de su informe 
anual de labores, que se ha construido 
internamente gracias a la información 
recopilada por sus propios integran-
tes. Hasta el 2015 no se contaba con 
personal de apoyo propio y aún con 
estas limitaciones, dichos informes 

Gobierno judicial saturado  
por el crecimiento de las funciones 
administrativas

s	 Por la gran cantidad de acuerdos adoptados (entre 500 y 2000), más 
el trabajo de sus miembros en comisiones, visitas a los despachos y 
participación en eventos, entre otros.

s	 Consejo Superior abocado en un 65% de su tiempo a las tareas admi-
nistrativas rutinarias y apenas un 10% a atribuciones técnico-legales 
o estratégicas (25%).
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son la mejor fuente disponible para 
conocer los asuntos que resuelve el 
Consejo Superior. 

En los informes anuales del Consejo 
se consigna el tráfico de asuntos que 
genera cada dependencia judicial, en 
los que destaca la carga de trabajo 
que produce el Tribunal de la Ins-
pección Judicial (TIJ). A partir de 
2014 aumentó el volumen de casos 
terminados por esa entidad, pues se 
reforzó su equipo de trabajo. Ello 
repercutió en la cantidad de asun-
tos remitidos al Consejo Superior 
(en 2015, 1.185 casos) dado que las 
resoluciones del TIJ son enviadas a 
este órgano, que también funciona 
como segunda instancia de apelación 
de sanciones.

Si se eliminan los asuntos discipli-
narios (tantos los del TIJ como los de 
apelación), los principales rubros de 
trabajo se originan en el Departamen-
to de Proveeduría, Gestión Humana 
y la Dirección de Planificación. En 
los primeros casos se relaciona con 
el aumento de la contratación ad-
ministrativa y de personal, mientras 
que el tercero tiene que ver con el 
envío de informes sobre una gran 
variedad de temas: evaluaciones de 
despachos específicos, datos estadís-
ticos desagregados, estudios para la 
creación de plazas o reorganización 
de oficinas, entre otros. 

Una segunda manera de estudiar 
la carga de trabajo del Consejo Su-
perior fue el conteo de los acuerdos 
adoptados. Hasta el 2014 este re-
gistro se llevaba en la Secretaría de 
la Corte. El porcentaje más alto de 
acuerdos, por mucho, corresponde 
a los nombramientos en propiedad 
entre 2009 y 2012. 
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cantidad de asuntos remitidos al Consejo Superior (grá-
fico 2.3), dado que las resoluciones del TIJ son enviadas 
a este órgano y este también funciona como una segunda 
instancia de apelación o consulta del TIJ (artículos 197 
a 210 de la LOPJ)11.

Si se eliminan los asuntos disciplinarios (tantos los 
del TIJ como los de apelación), los principales rubros de 
trabajo se originan en el Departamento de Proveeduría 
y la Dirección de Planificación (gráfico 2.4). El primer 
caso se relaciona con el aumento de la contratación ad-
ministrativa, como se verá más adelante, mientras que 
el segundo tiene que ver con el envío de informes sobre 
una gran variedad de temas: evaluaciones de despachos 
específicos, datos estadísticos desagregados, estudios 
para la creación de plazas o reorganización de oficinas, 
entre otros.  

Una segunda manera de estudiar la carga de trabajo 
del Consejo Superior fue el conteo de los acuerdos adop-
tados. Hasta el 2014 este registro se llevaba en la Secre-
taría de la Corte, por medio de tablas de Excel a las que 
se daba seguimiento mensual. El porcentaje más alto de 
acuerdos, por mucho, corresponde a los nombramientos 
en propiedad entre 2009 y 2012 (gráfico 2.5).

Dos áreas en las que el Consejo Superior tiene un rol 
clave y un alto volumen de trabajo son la proveeduría y 
los nombramientos. La contratación administrativa pasa 
por las decisiones de este órgano, con el apoyo de la Di-
rección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría. A 
este respecto cabe señalar que entre 2013 y 2015 se dupli-
có el número de adjudicaciones y el monto total de esas 
compras se quintuplicó. El cuadro 2.5 muestra las adju-
dicaciones aprobadas por el Consejo en tres años selec-
cionados; entre ellas destaca la subpartida “edificios”, que 
incluye construcción, mantenimiento y remodelación.

En cuanto a los nombramientos, como se verá en el 
capítulo 4, no ha existido una estrategia planificada de 
mediano plazo, sino que el crecimiento del personal ha 
respondido a decisiones legislativas y aumentos iner-
ciales según la demanda. La acelerada expansión de la 
planilla judicial ha impactado fuertemente el trabajo del 
Consejo Superior. En ocho años, este tramitó cerca de 
9.000 nombramientos, ascensos, traslados, permutas y 
descensos, concentrados en los puestos administrativos 
y de asistentes judiciales (gráfico 2.6).

En resumen, los asuntos que pasan por la aprobación 
o conocimiento del Consejo Superior superan en mucho 
la capacidad de toma de decisiones de ese órgano. A la 
gran cantidad de acuerdos, que han oscilado entre 500 y 
2000, debe agregarse –como se mencionó anteriormen-

11 Cuando la sanción impuesta es una suspensión de más de ocho días, o la revocatoria del nombramiento, la persona afectada puede apelar lo resuelto ante el Consejo 
Superior (artículos 197 a 210). Este proceso es la base para los asuntos tramitados ante el TIJ y los casos atendidos por cualquier otra instancia administrativa en ejercicio 
de las facultades disciplinarias (artículo 215). 

Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	los	informes	de	labores	del	Consejo	Superior	y	
datos	suministrados	por	la	Secretaria	General	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia.

◗ Gráfico 2.3

Cantidad de proyectos de resolución en asuntos 
disciplinarios conocidos por el Consejo Superior, según la 
oficina que los envía. 2008-2015
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Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	los	informes	de	labores	del	Consejo	Superior	y	
datos	suministrados	por	la	Secretaria	General	de	la	Corte	Suprema	de	Justicia.

◗ Gráfico 2.4

Principales proyectos de resolución conocidos por el Consejo 
Superior, según la oficina que los envía, excluyendo casos 
disciplinarios. 2008-2015
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◗ Gráfico 2.5
Principales asuntos/a relacionados con personal conocidos 
por el Consejo Superior: 2018-2014/

a/ No se incluye el año 2013, pues los datos disponibles eran solamente del primer trimestre.
b/ Reconocimiento de tiempo laborado: aprobación para la realización de estudios sobre 
el tiempo laborado en otras instituciones, para efectos de anualidad y jubilación.
e/ Fijar derecho de jubilación: acto mediante el cual el Consejo le fija a un funcionario 
su derecho de jubilación bajo las condiciones vigentes en ese momento.

Fuente: Elaboración propia a partir de los informes de labores del Consejo Superior 
del Poder Judicial.

0

500

1000

1500

2000

2500

2008 2009 2010 2011 2012 2014

C
an

ti
da

d

Nombramiento en propiedad Reconocimiento de tiempor laborado/b

Jubilaciones y pensiones Fija derecho de jubilación/e

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con con base en los informes 
de labores del Consejo Superior y datos suministrados por la Secretaría General 
de la Corte Suprema de Justicia.
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Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 a partir de los informes de labores del 
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Si bien el Consejo Superior conoce 
muchos de los asuntos que antes 
decidía la Corte Suprema, las magis-
tradas y los magistrados no han sido 
relevados de las decisiones adminis-
trativas, que ocupan buena parte de 
su tiempo. Pues, estos integran los 
principales órganos administrativos 

y los presiden (el Consejo Superior, 
el de la Judicatura y el Personal). 
Asimismo, a través de su participa-
ción en las comisiones temáticas, los 
magistrados y magistradas toman 
decisiones sobre el personal y la eje-
cución de proyectos y recursos. A la 
vez, participan directamente en las 

comisiones de trabajo que encabezan 
o integran junto con otros funcio-
narios. Con distintos alcances, estas 
instancias gestionan recursos y dan 
lineamientos para áreas de trabajo 
muy importantes, con bastante in-
dependencia y en forma paralela a 
la Corte Suprema.



Quejas presentadas contra el personal 
judicial reciben pocas sanciones 
administrativas
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Estudios realizados para el Segundo 
Informe Estado de la Justicia revelan 
que solamente un pequeño porcentaje 
de las denuncias termina con una 
sanción efectiva, en 2015: un 15% en 
el Tribunal de la Inspección Judicial, 
un 18% en la Inspección Fiscal del 
Ministerio Público, un 13% en la 
Oficina de Asuntos Internos del OIJ 
y un 27% en la Unidad Disciplinaria 
de la Defensa Pública.

El estudio sobre sanciones corresponde 
al capítulo del gobierno judicial, ente 
que permite la definición de políticas y 
lineamientos, así como el manejo de los 
recursos del sistema de administración y 
justicia; cabe destacar la labor de la Corte 
Plena como jerarca máximo, el Consejo 
Superior como órgano de administración 
y el Tribunal de la Inspección Judicial 
(TIJ), al cual le concierne el nivel más 
alto en el régimen de sanciones admi-
nistrativas, cuando estas sobrepasen a las 

unidades disciplinarias de cada órgano.
Con respecto a la aplicación del 

régimen disciplinario, el gobierno ju-
dicial debe fiscalizar las actuaciones de 
los funcionarios y detectar conductas 
inapropiadas, para que contribuya al 
servicio de una justicia pronta y cum-
plida, y salvaguarde la independencia 
del personal a la hora de cumplir con 
sus tareas.

Ante este contexto, el Tribunal de la 
Inspección Judicial mostró variaciones 
importantes en el ejercicio de sus po-
testades en el lapso de la última década. 
En 2011, las sanciones llegaron a su 
nivel más bajo con un total de 102 y 
a un máximo de 285 en 2015. 

Asimismo, las distintas unidades dis-
ciplinarias presentan comportamientos 
variables. En 2015, el Ministerio Público 
sancionó aproximadamente uno de cada 
seis casos que ingresaron y la Defensa 
Pública uno de cada cuatro. Durante 

Quejas presentadas contra el personal 
judicial reciben pocas sanciones 
administrativas

s	 Las sanciones llegaron a su nivel más bajo en 2011 con un total de 
102 y a un máximo de 285 en 2015.

s	 En la última década el Tribunal de Inspección Judicial recibió alrededor 
de 14.000 casos, si se compara la cantidad anual promedio (1.400) 
con el personal del mismo año, se obtiene una proporción baja de 
sanciones (cerca de 14%).1

1	 Esta es una cifra aproximada, que se 
calculó para tener una idea del volu-
men de casos que atiende el TIJ. No se 
puede saber si un funcionario ha tenido 
más de una denuncia, de modo que el 
porcentaje podría estar sobreestimado.
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el período de estudio (2011-2015), el 
55% de las resoluciones emitidas por 
el TIJ dispuso la desestimación de los 
procesos, un 25% implicó un análisis 
de fondo, un 4% se archivó y un 4% 
fue rechazado de plano.

También ha variado la rigurosidad 
de las sanciones. En el primer quin-
quenio predominaban las amones-
taciones escritas y las advertencias, 
pero desde 2014 la suspensión pasó a 
ocupar el primer lugar. Esto es coinci-
dente con el cambio en la Presidencia 
de la Corte Plena y la reestructuración 
del TIJ, en el mismo año. 

En el TIJ, los jueces y juezas recibie-
ron la mayor cantidad de sanciones 
durante el período de estudio, con 
un promedio anual de 27% de todas 
las sanciones. Lamentablemente, la 
forma en cómo se registra la infor-
mación impide conocer la causa de 
las denuncias por tipo de puesto. 

En la Unidad de Inspección Fiscal 
–el órgano disciplinario del Ministerio 
Público– la negligencia constituye la 
falta que motivó la apertura de más 
procedimientos, con un 34% de los 
casos del período 2011-2015. No es 
posible saber qué conductas caben 
bajo esta definición, pues no cuen-
tan con un manual o diccionario de 
cada tipo de falta. La mayoría de los 
asuntos que se ingresaron en 2015 
fueron desestimados y solo un 18% 
llevó a una sanción. En años ante-
riores el desenlace más frecuente era 
el archivo de los casos.

Por su parte, la Oficina de Asuntos 
Internos del OIJ reportó en 2015 
que un 13% de los casos ingresados 
terminó con una sanción. Los daños 
a vehículos fueron la causa del 57% 
de los procedimientos disciplinarios 

realizados en el período 2011-2015. 
Mientras que, en ese año, la Unidad 
Disciplinaria de la Defensa Públi-
ca sancionó un 27% de los casos 
ingresados. Esta es la instancia que 
presenta la mayor proporción de san-
ciones versus las denuncias recibidas. 

Por otro lado, el Segundo Informe Es-
tado de la Justicia señala que predomina 
una baja proporción de funcionarios 
con casos disciplinarios. En la últi-
ma década el Tribunal de Inspección 
Judicial (TIJ) recibió poco más de 
14.000 casos. Esta instancia solo re-
cibe las faltas graves que superen los 
quince días de sanción y no pueden 
ser atendidos por las jefaturas ni las 
unidades disciplinarias. Si se relaciona 
la cantidad anual promedio (alrededor 
de 1.400) con el personal del año 
respectivo, se obtiene una proporción 
baja de sanciones (cercana al 14%). 

En las unidades disciplinarias de 
las dependencias del Poder Judicial 
solo se cuenta con información del 
quinquenio 2011-2015: 4.239 asun-
tos ingresados en Asuntos Internos 

del OIJ (848 como promedio anual), 
2.756 en la Inspección Fiscal (551 
promedio) y 562 en la Defensa Públi-
ca (112 promedio). Las resoluciones 
de cada unidad pueden ser revisadas 
por el Tribunal y sus decisiones tienen 
recurso de alzada en el Consejo Supe-
rior. La Corte Plena y la Presidencia 
del Poder Judicial también tienen 
potestades disciplinarias, pero de 
estas no se cuenta con información 
sistematizada. 

En la práctica, el régimen discipli-
nario se activa a partir de las quejas 
que se reciben. En el período 2005-
2015, estos reclamos representaron 
en promedio, el 86% de los motivos 
que dieron inicio a procedimientos en 
el TIJ, en contraste con un 10% de 
causas abiertas de oficio. No obstante, 
a partir de 2010 se reporta un leve 
aumento de estas últimas.

En años recientes la carga de trabajo 
del TIJ en su rol de primera instan-
cia ha venido creciendo a un ritmo 
promedio del 6% anual y alcanzó 
su punto máximo en 2015, con un 
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aproximadamente uno de cada seis casos que ingresaron 
y la Defensa Pública uno de cada cuatro (gráfico 2.10). 
Durante el período de estudio el 55% de las resolucio-
nes emitidas por el TIJ dispuso la desestimación de los 
procesos, un 25% implicó un análisis de fondo, un 4% se 
archivó y un 4% fue rechazado de plano.

También ha variado la rigurosidad de las sanciones. 
En el primer quinquenio predominaban las amonesta-
ciones escritas y las advertencias, pero desde 2014 la sus-
pensión pasó a ocupar el primer lugar. Esto es coinciden-
te con el cambio en la Presidencia de la Corte Plena y la 
reestructuración del TIJ, en el mismo año. Sin embargo, 
no existe una política o lineamiento explícito sobre este 
endurecimiento del régimen disciplinario. 

En el TIJ, los jueces y juezas recibieron la mayor can-
tidad de sanciones durante el período de estudio, con un 
promedio anual de 27% de todas las sanciones. Entre 
2005 y 2010, el principal castigo fue la amonestación 
escrita, mientras que a partir de 2011 la suspensión y la 
revocatoria de nombramiento pasaron a ser las medidas 
disciplinarias más comunes (gráfico 2.11).

En la Unidad de Inspección Fiscal –el órgano disci-
plinario del Ministerio Público– la falta que motivó la 
apertura de más procedimientos fue la negligencia, con 
un 34% de los casos del período 2011-2015. No es posi-
ble saber qué conductas caben bajo esta definición. La 
mayoría de los asuntos ingresados en 2015 fueron des-
estimados y solo un 18% llevó a una sanción. En años 
anteriores el desenlace más frecuente era el archivo de los 
casos (gráfico 2.12).  

Por su parte, la Oficina de Asuntos Internos del OIJ 
reportó en 2015 que un 13% de los casos ingresados ter-
minó con una sanción. Los daños a vehículos fueron la 
causa del 57% de los procedimientos disciplinarios reali-
zados en el período 2011-2015 (gráfico 2.13). 

Finalmente, en 2015 la Unidad Disciplinaria de la 
Defensa Pública sancionó un 27% de los casos ingresa-
dos. Esta es la instancia que presenta la mayor propor-
ción de sanciones versus las denuncias recibidas (gráfico 
2.14). 

Nomenclatura	imprecisa	de	faltas
La investigación realizada puso de manifiesto un 

tema adicional que resulta relevante para el análisis so-
bre el quehacer del TIJ: la imprecisión en la nomencla-
tura de las faltas que conoce y sanciona ese tribunal. Este 
hecho se refleja en cuatro situaciones. En primer lugar, 
los nombres empleados en la sistematización de los pro-
cedimientos no corresponde a las tipologías contenidas 
en las regulaciones sobre esta materia (Vázquez, 2016). 
Esto no implica que las conductas tipificadas en el mar-
co normativo no estén siendo sancionadas, sino que en 
la práctica los nombres que se utilizan no coinciden con 

Fuente:	Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con	base	en	los	registros	de	las	
unidades	disciplinarias	del	Poder	Judicial.	

◗ Gráfico 2.10

Proporción de casos ingresados que fueron sancionados 
por las unidades disciplinarias del Poder Judicial. 2011-2015
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Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	los	anuarios	judiciales.

◗ Gráfico 2.11

Tipos de sanciones impuestas 
por el Tribunal de la Inspección Judicial. 2005-2015
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total de 2.121 casos ingresados. Por 
otra parte, las apelaciones a los fallos 
de los otros órganos disciplinarios, es 
decir, los trámites de segunda instancia, 

tuvieron un comportamiento estable, 
con un promedio de 144 causas por 
año entre 2005 y 2015. En ese período, 
el movimiento en primera instancia 

generó un circulante promedio de 
829 casos, mientras que en segunda 
instancia se mantuvo en 79. 



Disparidades territoriales  
en la distribución de capacidades  
y recursos del Poder Judicial
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El Segundo Informe Estado de la 
Justicia realizó un análisis que bus-
ca comparar algunos indicadores de 
gestión a nivel de circuitos judiciales, 
para identificar los cambios ocurridos 
entre los años 2010 y 2015, así como 
evidenciar y describir las brechas exis-
tentes entre sus sedes.

En 2015 existían diferencias superio-
res al 100% entre casos resueltos por 
funcionario según las sedes de mayor 
y menor productividad. El grupo es 
encabezado por el Tercer Circuito de 
San José, que resuelve 196 casos por 
funcionario y, en el otro extremo, el 
Primer Circuito de la Zona Atlántica 
registró la productividad más baja con 
81 casos por funcionario. 

Con respecto a las capacidades, los 
circuitos Primero y Segundo de San 
José concentran la mayor cantidad de 
recursos económicos y personal del 
Poder Judicial; allí se encuentran las 
oficinas de apoyo administrativo que 
sirven a todo el país, las direcciones de 
los órganos auxiliares, los tribunales de 

segunda instancia, las salas y algunas 
materias especializadas que no están 
desconcentradas. 

Se destaca que, en términos gene-
rales, la relación entre presupuesto 
y demanda es la esperada: a mayor 
número de casos ingresados, mayor 
presupuesto. Sin embargo, la rela-
ción no es lineal. Hay circuitos que 
atienden el doble de casos que otros, 
pero reciben casi la misma cantidad 
de recursos. Así por ejemplo, en 2015 
el Tercer Circuito de San José tuvo 
un presupuesto de 7.900 millones y 
atendió 47.000 casos, mientras que el 
Segundo de Guanacaste y el Segundo 
de la Zona Atlántica recibieron 8.200 
y 8.100 millones, respectivamente, y 
atendieron 23.000 y 27.000 casos, 
en su orden. También, hay dos cir-
cuitos que se separan claramente del 
resto, tanto desde el punto de vista 
presupuestario como el de demanda: 
el Primero1 y el Segundo de San José. 

Por otra parte, desde el punto de 
vista de la demanda ciudadana hacia 

s	 Entre 2010 y 2015 en catorce circuitos judiciales se produjo un des-
censo generalizado en la litigiosidad con respecto a 2010; el promedio 
nacional pasó de 174 a 153 casos por mil habitantes.

s	 Hay despachos altamente productivos que coexisten con amplios 
segmentos de más bajo rendimiento, aun cuando sus dotaciones de 
recursos y perfiles de demanda sean similares.

Disparidades territoriales  
en la distribución de capacidades  
y recursos del Poder Judicial

1	 El presupuesto del Primer Circuito de 
San José excluye las oficinas adminis-
trativas de cobertura nacional e incluye 
los montos destinados a los órganos 
de dirección de la Defensa Pública y el 
Ministerio Público y el Organismo de 
Investigación Judicial (OIJ), así como 
de la dirección, secretaría e investi-
gación criminal del OIJ. Para 2015 las 
cantidades totales de investigadores y 
fiscales se contabilizan dentro de las 
direcciones del OIJ y del Ministerio 
Público, respectivamente.
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el Poder Judicial, el comportamiento 
por circuitos no presenta contrastes 
marcados. La desagregación de los 
casos que ingresan a las distintas se-
des produjo dos hallazgos: en primer 
lugar, que el grueso de los asuntos 
nuevos que ingresan se dirige a los 
despachos de primera instancia, es 
decir es el primer nivel de acceso en 
un caso judicial, estos representan 
el 94% como promedio nacional y 
pocas variaciones entre circuitos; en 
segundo lugar, que hay una clara con-
centración de la demanda en el Valle 

Central, como cabe esperar dados a los 
patrones de poblamiento del país. En 
2015, los seis circuitos judiciales con 
más casos recibidos fueron del Valle 
Central y cuatro de ellos, Primero 
y Segundo de San José, Cartago y 
Heredia, recibieron en conjunto el 
51,4% de los casos ingresados.

Como consecuencia de lo anterior, 
las diferencias de costo por caso son 
apreciables. En el Primer Circuito de 
San José superó el millón de colones 
en 2015, mientras que en el Tercero 
de San José, el de menor costo, la 

cifra fue inferior a 200.000 colones. 
Utilizando este último circuito como 
base de comparación, el costo por 
caso es seis veces mayor en el Primer 
Circuito de San José, tres veces más 
alto en el Primero de la Zona Atlán-
tica, el Segundo de la Zona Sur y el 
Segundo de Guanacaste, cerca de 
dos veces mayor en Puntarenas y un 
50% superior, en promedio, en las 
demás sedes

Tal y como se menciona anterior-
mente, las diferencias entre las sedes 
de mayor y menor productividad 

Productividad y circulante por circuito judicial. 2015

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con base en González, 2016, con datos del Poder Judicial.

 



25

ESTADO	DE	LA	JUSTICIA	|	CAPÍTULO 3   259

pero el sistema no aprovechó esa circunstancia para dis-
pensar una justicia más pronta, sino que, por el contra-
rio, desmejoró en su rendimiento.

Un indicador más fino de la productividad son los 
casos tramitados por juez, controlando el efecto del ta-
maño del circuito. En el gráfico 3.9 puede verse la can-
tidad de jueces respecto a la productividad por juez en 
cada sede. 

El principal resultado del análisis es que no hay una re-
lación directa entre la cantidad de jueces y su productivi-
dad (gráfico 3.9). El Tercer Circuito de San José, señalado 
antes como el más productivo, es también el que tiene los 
jueces con mejor desempeño, pero es una sede de tamaño 
inferior al promedio nacional. En el otro extremo está el 
Segundo Circuito de la misma provincia, que presenta la 
más baja productividad y el mayor número de jueces.

Por otra parte, es interesante observar las disparida-
des entre circuitos que tienen cantidades similares de 
jueces. Doce de ellos tienen entre cuarenta y ochenta 
operadores judiciales, pero exhiben notables variaciones 
en términos de productividad. Es el caso, por ejemplo, 
de los circuitos Primero y Segundo de la Zona Atlántica: 
en 2015 presentaban una diferencia de apenas cinco jue-
ces, pero el Segundo reportó 256 más casos terminados 
por juez, situación que también ocurrió en los circuitos 
Primero y Tercero de Alajuela. Esto sugiere que hay am-
plios espacios de mejora en algunas sedes que, sin tener 
perfiles de demanda muy distintos a los de los circuitos 
más productivos, tienen desempeños marcadamente  
inferiores.

Estos indicadores evidencian importantes brechas 
territoriales en la productividad del sistema: “bolsones” 

a/	Variación	de	la	productividad	entre	2010	y	2015.	
b/	Número	de	casos	terminados	en	primera	y	segunda	instancia,	entre	la	cantidad	total	de	personal	de	cada	
circuito	(no	se	incluye	el	personal	de	la	Fiscalía	ni	del	OIJ).

Fuente:	González,	2016,	con	datos	del	Poder	Judicial.

◗ Mapa 3.4

Cambiosa/ en la productividadb/ por circuito judicial. 2010-2015
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eran superiores al 100% en 2015. 
Por ejemplo, el Tercer Circuito de San 
José resuelve 196 casos por funciona-
rio. En un rango de entre 109 y 145 

casos figuran once circuitos: los dos 
primeros de San José, los tres de Ala-
juela, Cartago, Puntarenas, Heredia, 
el Segundo de la Zona Atlántica, el 

Primero de Guanacaste y el Prime-
ro de la Zona Sur. Los tres restantes 
tienen una productividad promedio 
de 93 casos. 

Herramientas para periodismo de datos

s	 Base de datos de indicadores por circuito.
s	 Tabla de indicadores de desempeño judicial
	 desde 1990.

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 a partir de González, 2016, con 
datos del Poder Judicial.
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Reclutamiento y selección  
de personal del Poder Judicial 
se actualiza, pero persisten desafíos

s	 Inicia la migración de los procesos relativos a la selección de personal 
hacia la evaluación por competencias.

s	 Se identifica grandes brechas entre la preparación universitaria en 
Derecho y los requerimientos del Poder Judicial. 

Los procesos de reclutamiento y se-
lección de personal del Poder Judicial 
experimentan cambios significativos, lo 
que pretende garantizar una evaluación 
de los candidatos, según sus conoci-
mientos técnicos y competencias para 
el ejercicio de los cargos. No obstante, 
estos esfuerzos se ven limitados por la 
débil formación en competencias que 
presentan las carreras de Derecho y 
por el poco alcance que tiene aún el 
enfoque por aptitudes en todos los 
procesos de recursos humanos del 
conglomerado institucional. 

El Segundo Informe Estado de la 
Justicia señala que el Poder Judicial 
costarricense ha avanzado al realizar 
evaluaciones de los candidatos que 
combinan conocimientos técnicos con 
“competencias suaves” (habilidades y 
capacidades relacionadas con la forma 
en que las personas trabajan juntas, 
interactúan, se comunican y manejan 
sus emociones), por medio de instru-
mentos como las pruebas psicométricas 
y las investigaciones de antecedentes. 

El esfuerzo de reclutar según perfiles 
de competencias no se ha concluido en 
todos los puestos, pero se encaminan a 
aumentar el alcance progresivamente. 
Uno de los retos que se plantean a futu-
ro es evaluar en qué medida el personal 
contratado previamente cumple con 
los perfiles y, sobre esa base, diseñar un 
programa de capacitación para cerrar 
las brechas que se identifiquen. Por 
ejemplo, para el puesto de juez, el perfil 
define siete competencias generales y 
veintitrés específicas, algunas de las 
cuales dependen de la jurisdicción de 
que se trate. En el caso del perfil para 
fiscales se incluye cinco competencias 
generales y entre seis y nueve compe-
tencias específicas, según el puesto.

Asimismo, el proceso de recluta-
miento y selección posee múltiples 
filtros. Este inicia con una etapa de 
verificación de los requisitos mínimos 
establecidos para cada puesto, tales 
como presentación del currículum 
vitae, títulos y certificados, acreditación 
de conocimientos técnicos en el uso de 
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herramientas informáticas, licencia 
de conducir y carné del Colegio de 
Abogados. Cuando se ha verifica-
do que los postulantes cumplen los 
requisitos mínimos, se sigue con el 
proceso de evaluación de conoci-
mientos y competencias que incluye 
pruebas técnicas y psicolaborales, de 
acuerdo con las funciones del puesto 
y el órgano respectivo. 

También, se indica que los candi-
datos deben cumplir con una serie 
de “competencias suaves” y técnicas y 
demostrar su idoneidad, sometiéndose 
a exámenes que evalúan rasgos de 
personalidad y conocimientos en la 
especialidad del puesto al que aspiran. 
En algunos puestos se requiere una 
etapa de práctica y un curso de in-
ducción, previo a que los interesados 
se consideren postulantes válidos. 

De los nombramientos analizados 
entre el 2011 y 2015, en este estudio 
se encontró que existe una alta rota-
ción interna de personal, y que los 
funcionarios judiciales desarrollan 
su carrera profesional dentro de la 
institución. El 50% de los defensores 
y el 18% de los jueces nombrados 
en el período bajo análisis contaban 
con experiencia laboral fuera del Po-
der Judicial. Llama la atención que 
ningún fiscal estaba en esa situación.

A pesar de los avances menciona-
dos, el Segundo Informe Estado de la 
Justicia destaca que persisten aspectos 
de la calidad del recurso humano que 
requieren revisión o ser fortalecidos. 
Por ejemplo, los perfiles de los puestos 
analizados (jueces, fiscales y defenso-

res) exigen una cantidad muy elevada 
de competencias (alrededor de 19) 
y los aspirantes deben tener un alto 
nivel de cumplimiento (entre el 74% 
y el 100% de las competencias), lo 
cual genera un perfil poco realista que 
reduce la funcionalidad del proceso y 
dificulta la posibilidad de encontrar 
candidatos adecuados. 

Otro hallazgo preocupante se rela-
ciona con la duración de los procesos 
de reclutamiento. Cerca de una tercera 
parte de los procesos duró entre seis 
y nueve meses, y otro tanto (36%) 
demoró más de nueve meses. Solo 
un 29% se resolvió en menos de seis 
meses. Ello evidencia lapsos prolonga-
dos entre el inicio del reclutamiento 
y la selección, y el momento en que 
la oficina, despacho o departamento 
puede contar con los recursos huma-
nos solicitados.

Aunado a esto, otro de los desafíos 
identificados corresponde a las am-
plias brechas entre los conocimientos, 
habilidades, destrezas y actitudes de 
los perfiles de salida de las universi-
dades y las competencias requeridas 
para cumplir con las funciones de 
la judicatura, la Fiscalía y, en menor 
medida, la Defensa Pública. Este 
Informe exploró los programas de 
cinco carreras de derecho (de las 
cuales se gradúan la mayor parte 
de los funcionarios judiciales), para 
determinar cuánto se preparaba a los 
futuros abogados con las competen-
cias requeridas en el Poder Judicial.

El análisis de las competencias re-
queridas en los perfiles de puestos 

versus las carreras de Derecho mostró 
vacíos importantes en la formación 
inicial básica. La propuesta de desarro-
llo de competencias no ha permeado 
mucho en las mallas curriculares de 
las universidades.

Esta puede ser un área de oportu-
nidad para coordinar esfuerzos entre 
esas instituciones y el Poder Judicial, 
no solo porque este es el más gran-
de empleador de abogados del país, 
sino también porque, a lo largo de 
sus carreras, la gran mayoría de esos 
profesionales tendrá que interactuar 
con el Poder Judicial en el ejercicio 
de sus labores.

Estas brechas podrían ser factores 
determinantes de los bajos porcen-
tajes de aprobación de las pruebas 
técnicas y el examen de incorporación 
al Colegio de Abogados y Aboga-
das de Costa Rica. Por ejemplo, en 
2011, de los 162 profesionales que 
realizaron el examen de admisión al 
programa de Formación Inicial para 
Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), en 
su mayoría funcionarios del Poder 
Judicial, ninguno lo aprobó. Según 
se comentó en el taller de consulta 
sobre este capítulo, en 2016 más de 
250 aspirantes lo intentaron y solo 
40 lo lograron. Entre noviembre 
de 2014 y abril de 2015, el colegio 
profesional antes citado aplicó el 
examen de conocimientos básicos 
en Derecho a 1.126 personas, de las 
cuales solo el 30% obtuvo la nota 
mínima requerida (80 puntos).
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◗ Cuadro 4.2

Síntesis de la evaluación del proceso de reclutamiento y selección de personal del Poder Judicial 

a/	Se	refiere	a	los	puestos	más	bajos	en	la	carrera	judicial.	

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	Leñero	y	Núñez,	2016.	

Planeamiento de negocio y estrategia
La	cantidad		y	el	perfil	de	los	recursos	humanos	están	acordes	
con	las	necesidades	actuales	y	futuras	de	la	institución,	y	son	
coherentes	con	los	objetivos	y	metas	definidos	en	sus	planes	
y	estrategias.

Generación de marca y gestión de candidatos
Se	 refiere	 a	 la	 experiencia	 que	 vive	 el	 candidato	 durante	 el	
proceso	de	selección,	al	entrar	en	contacto	con	las	personas,	
herramientas	 y	 tecnologías	 involucradas	 en	 el	 proceso.	 Se	
considera	 un	 paso	 fundamental	 en	 la	 construcción	 y	 mante-
nimiento	de	un	grupo	de	candidatos	elegibles	de	alta	calidad.

Prácticas de reclutamiento
Deben	garantizar	la	disponibilidad	de	resultados	de	calidad	en	
corto	tiempo	y	con	el	menor	costo	posible.	Comprende	aspec-
tos	 como	 el	 análisis	 de	 mercado	 o	 inteligencia	 competitiva	 y	
los	canales	de	reclutamiento.

Infraestructura y outsourcing
Comprende	la	disponibilidad	de	los	recursos	tecnológicos,	de	
infraestructura	 y	 equipo	 para	 el	 desarrollo	 de	 los	 procesos	
de	reclutamiento	y	selección	(salas	de	entrevistas,	software,	
técnicos	para	la	revisión	de	las	pruebas,	etc.).	

Análisis del negocio
Medición	de	la	eficiencia	y	eficacia	de	los	procesos	de	recluta-
miento	y	selección	y	su	alineamiento	con	el	negocio.	

Estructuras de soporte
La	gestión	de	recursos	humanos	opera	coordinadamente	con	
otras	áreas	del	negocio,	para	definir	estrategias	tendientes	a	la	
atracción	de	talento.	Para	ello	se	requiere	claridad	en	cuanto	a	
los	roles	y	funciones	de	cada	uno	de	los	actores	involucrados	
en	el	proceso.	

Cultura
Valores	 organizacionales,	 convenios,	 procesos	 y	 prácticas	
que	influyen	en	el	comportamiento	individual	y	colectivo	de	la	
organización.

El	 perfil	 por	 competencias	 se	 aplica	 en	 un	 número	 limitado	
de	 puestos.	 Las	 competencias	 requeridas	 son	 muchas	 y	 se	
establece	que	su	cumplimiento	debe	oscilar	entre	el	74%	y	el	
100%,	lo	cual	disminuye	la	funcionalidad	del	proceso	y	dificul-
ta	la	posibilidad	de	encontrar	candidatos	adecuados.

En	los	procesos	de	reclutamiento	y	selección	hay	una	correc-
ta	 gestión	 de	 la	 comunicación	 con	 los	 candidatos,	 ya	 que	 se	
informa	 sobre	 los	 resultados	 obtenidos.	 Se	 debe	 desarrollar	
mejor	la	“marca	empleador”,	con	base	en	la	cultura	de	la	orga-
nización	y	la	difusión	del	desempeño	de	institucional.

En	 la	 Fiscalía	 y	 la	 Defensa	 Pública	 estas	 prácticas	 de	 reclu-
tamiento	 solo	 se	 aplican	 para	 los	 puestos	 de	 entradaa/.	 Para	
puestos	más	altos	se	realizan	procesos	abreviados.	El	Poder	
Judicial	 se	 apega	 a	 lo	 que	 establecen	 las	 leyes	 y	 los	 regla-
mentos	internos	en	cuanto	a	los	medios	que	deben	utilizarse	
para	 realizar	 las	 publicaciones	 de	 búsqueda	 de	 candidatos.	
Además	hace	uso	tanto	de	páginas	web	como	de	redes	sociales.
No	se	realizan	análisis	de	mercado	o	inteligencia	competitiva.
Se	deben	diversificar	las	fuentes	para	el	reclutamiento.
Los	 nombramientos	 no	 se	 realizan	 siempre	 en	 la	 clase	 de	
puesto	con	que	inició	el	proceso.

Se	 están	 implementando	 sistemas	 para	 facilitar	 la	 revisión	
de	 requisitos	 y	 la	 comunicación	 con	 las	 y	 los	 candidatos.	 La	
Dirección	 de	 Gestión	 Humana	 no	 cuenta	 con	 un	 laboratorio	
informático	 para	 la	 aplicaciónde	 pruebas,	 ni	 con	 salas	 para	
entrevistas.	

El	Poder	Judicial	no	realiza	este	tipo	de	análisis.	Es	necesario	
definir	 parámetros	 para	 medir	 el	 impacto	 de	 la	 función	 de	
reclutamiento	y	selección	en	el	desempeño	institucional.		

No	 todos	 los	 procesos	 de	 reclutamiento	 y	 selección	 de	 per-
sonal	se	encuentran	centralizados	en	la	Dirección	de	Gestión	
Humana.	Hay	otras	dependencias	que		realizan	estas	tareas,	
como	sucede	con	el	reclutamiento	y	selección	de	jueces,	del	
personal	para	sustituciones	y	la	investigación	sociolaboral	de	
primer	ingreso	al	OIJ.

El	 modelo	 de	 reclutamiento	 debe	 ser	 adoptado	 en	 todos	 los	
niveles	de	la	organización.	
Se	debe	fomentar	la	rendición	de	cuentas	y	transparencia	en	
los	métodos	de	contratación.
El	Poder	Judicial	tiene	el	compromiso	de	generar	empleo	para	
personas	con	discapacidad,	en	cumplimiento	de	la	legislación	
que	indica	que	se	debe	contar	con	un	5%	de	funcionarios	per-
tenecientes	a	esa	población.

Escala de cumplimiento ● La	práctica	no	se	realiza	en	el	Poder	Judicial.
	 	 ● Se	identifica	el	uso	de	algunos	elementos	planteados	como	mejores	prácticas.
	 	 ● Se	cumple	con	la	totalidad	de	los	elementos	planteados	como	mejores	prácticas.
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Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con datos de Leñero y Núñez, 2016.
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s	 En materia tributaria, al analizar los patrones de votación en diez 
años, se observa que los jueces constitucionales se alinean en dos 
grupos claramente definidos, uno de mayoría y otro de minoría.

s	 Las coaliciones entre magistrados son temáticas, no son estables en 
el tiempo ni constituyen grupos con un pensamiento jurídico homo-
géneo.

Análisis sobre la votación de acciones 
de inconstitucionalidad revela que 
magistrados se agrupan según temas

Un análisis realizado para el Segun-
do Informe Estado de la Justicia, que 
examina los patrones de votación de 
los jueces que conformaron la Sala 
Constitucional durante el período 
2005-2015, evidencia agrupaciones 
de magistrados que tienden a votar 
de modo similar en diversos temas. 

El sistema de control constitucional 
vigente en Costa Rica surgió con la 
aprobación de la Ley de la Jurisdic-
ción Constitucional, aprobada por la 
Asamblea Legislativa en 1989. Según 
lo dispone dicha ley, en este ámbito 
existen tres procesos para revisar un 
acto jurídico: la acción de inconstitu-
cionalidad (AI), la consulta de consti-
tucionalidad y las consultas judiciales 
de constitucionalidad. Específicamen-
te, la AI permite un control de normas 
o actos vigentes, ya sea para resolver 
casos concretos o para evitar que se 
lesionen intereses difusos o se afecte 
a la colectividad en su conjunto. Con 
respecto a las acciones de inconstitu-
cionalidad, el Segundo Informe Estado 

de la Justicia indica que entre 1990 y 
2015 se presentaron 8.754 acciones 
que representan un 2,75% del total 
de casos ingresados y menos del 1% 
de las sentencias emitidas por la Sala 
Constitucional. Según la clasificación 
realizada por la misma Sala, sobresa-
len los temas penales, de trabajo, de 
tránsito, comerciales y tributarios, 
así como asuntos del Poder Judicial. 

Además, el Informe destaca el papel 
del examen de admisibilidad de las AI, 
el cual muestra la evolución del control 
activista de los primeros años de la Sala, 
hacia uno más autocontenido en fecha 
más reciente. Las variaciones en este 
patrón son producto de condiciones 
tanto internas –cambios en otras juris-
dicciones y en la conformación de la 
Sala y sus criterios de admisibilidad–
como externas, de mayor rigurosidad y 
filtros previos en el trámite legislativo. 
Durante el período 1990-2015, en pro-
medio, un 18% de las acciones superó 
el examen de admisibilidad (1.640) 
y recibió una votación por el fondo. 



32

La admisibilidad opera como un 
mecanismo de autocontención de la 
Sala, en dos sentidos: en primer lugar, 
porque mantiene estrictos controles 
de requisitos formales, lo cual hace 
que la mayoría de las AI se rechace 
de plano por la forma, sobre todo 
en los últimos dos años. En segundo 
lugar, porque al definir el alcance de 
su competencia (la responsabilidad y 
la decisión sobre la admisibilidad de 
las AI es competencia exclusiva de la 
Presidencia de la Sala Constitucional, 
que revisa y decide en primera ins-
tancia sobre cada asunto que ingresa) 
la Sala reduce su intervención en el 
sistema político.

Una vez ingresadas para votación 
por el fondo, destaca el hecho de 
que las votaciones predominantes en 
las acciones de inconstitucionalidad 
muestran alianzas entre subgrupos de 
magistrados. Dichas agrupaciones no 
son coaliciones altamente cohesio-
nadas, que trasciendan los asuntos 
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En muy pocas ocasiones los magistrados se separa-
ron del criterio dela Presidencia y emitieron uno distin-
to, situación que se registra como una votación dividida 
en la Base Admisibilidad: solo 179 de los 2.237 asuntos 
ingresados en el período de estudio (8%; diagrama 5.2). 

No hay un patrón claro que explique las diferencias 
de criterio en relación con la admisibilidad de un caso. 
Las tres materias que registran más votaciones dividi-
das son las mismas que destacan por la mayor cantidad 
de casos ingresados: penal, trabajo y tránsito. En cuar-
to lugar, aparecen los temas electorales, en los que sí se 
observa una mayor proporción de votos divididos con 
respecto al flujo total de casos. Se requiere mayor análisis 
para determinar las causas de este fenómeno.

Al examinar con mayor detenimiento las causas 
resueltas con votaciones disputadas (5-2 y 4-3) se nota 
que hay discrepancias en torno al rechazo de plano y por 
el fondo (recuadro 5.1). En el primer caso, la evidencia 
muestra magistrados más proclives a la apertura de la 
competencia de la Sala e incluso a la idea de no cerrarla 
excesivamente. Y en los rechazos por el fondo se pueden 
identificar tesis en materias específicas que han sido de-
fendidas por minorías dentro del tribunal y que ilustran 
la diversidad de posiciones de las y los jueces en temas 
como derecho parlamentario, asuntos electorales y me-
dio ambiente, entre otros.

Ley	de	Tránsito	disparó	las	acciones		
de	inconstitucionalidad	en	2012

El flujo de AI ha sido estable desde que se tienen re-
gistros (enero de 2005), con excepción de un aumento 
considerable a finales de 2011 e inicios de 2012. En pro-
medio ingresan veinte casos mensuales. Sin embargo, ha 
habido meses atípicos, situación que es posible identifi-
car mediante el cálculo de un umbral o límite superior. 
Con ese fin se estimó la segunda desviación estándar con 
respecto a la media de todo el período, para localizar los 
meses que más se alejaron de ese promedio, y se determi-
nó que, en noviembre de 2011, febrero, marzo y mayo de 
2012, la presentación de acciones de inconstitucionali-
dad fue inusualmente alta (gráfico 5.2).

PARA	MÁS	INFORMACIÓN	SOBRE

AdmisiBiLidAd en TemAs COnfLiCTivOs 

véase	Cascante,	2016,	en	.www.estadonacion.or.c

deberse a que el tema en cuestión no es materia de con-
trol constitucional, sino que pertenece a otra jurisdic-
ción (laboral, contencioso, civil, etc.), o a que el caso no 
tiene asidero legal suficiente para avanzar a la siguiente 
etapa. Los registros muestran que 610 acciones (27% del 
total no admitido) fueron refutadas por estas razones. 

La responsabilidad y la decisión sobre la admisibili-
dad de las AI, como se indicó, es competencia exclusiva 
de la Presidencia de la Sala Constitucional, que revisa 
y decide en primera instancia sobre cada asunto que 
ingresa11. Si el caso es admitido, se distribuye“según un 
turno riguroso que maneja la presidencia, utilizando un 
criterio de distribución de cargas de trabajo, sin tener en 
consideración la materia que corresponde a cada acción”, 
es decir, no hay especialización temática de los jueces 
(Orozco y Salas, 2016). Si, por el contrario, la acción es 
rechazada, sea de plano, o por el fondo, la redacción del 
fallo está a cargo de la Presidencia, a menos que ésta haga 
un voto salvado, en cuyo caso el criterio de mayoría es 
redactado por otro magistrado o magistrada, de común 
acuerdo con los otros miembros del tribunal. La pro-
puesta de sentencia requiere la votación del pleno de la 
Sala. Los demás jueces suelen acuerpar el planteamiento 
del Presidente o Presidenta: en los últimos diez años, la 
decisión de no admitir un expediente fue unánime en el 
88% de los casos (2.058).
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a/	El	eje	izquierdo	muestra	las	AI	ingresadas	y	rechazadas.	El	eje	derecho	señala	las	AI	
rechazadas	como	porcentaje	de	todas	las	AI	que	fueron	votadas	o	rechazadas.

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	la	Sala	Constitucional	del	Poder	Judicial

◗ Gráfico 5.1

Acciones de inconstitucionalidad (AI) ingresadas y rechazadas. 
1990-2015a/ 

 11 Para realizar los análisis de admisibilidad, cada Presidente o Presidenta tiene la prerrogativa de organizar su despacho, crear equipos de trabajo y protocolos o reglas 
de revisión que son de uso interno y válidos para el período en que está ejerciendo el cargo (Orozco y Salas, 2016).

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con datos de la Sala Constitucional 
del Poder Judicial, 2016.

particulares y permitan predecir la 
votación de acuerdo con filosofías 
políticas y jurídicas reconocibles. 
La mayoría de los magistrados y las 
magistradas tiene importantes áreas 
de convergencia.

En primer lugar, destacan los pa-
trones de votación en dos áreas sen-
sibles: la ambiental y la penal. Los 
temas relacionados con el ambiente 
fueron la segunda fuente de acciones 
de inconstitucionalidad (AI) durante 
el período estudiado: 44 de las 496 
acciones resueltas por la Sala (9%) 
pertenecen a esta materia. El 64% de 
las sentencias se dictó por unanimi-
dad, razón por la cual podría pensarse 
que la mayoría de los magistrados 
converge en una línea jurisprudencial 
en asuntos ambientales. Sin embargo, 
un análisis más fino revela que los 
once jueces propietarios que votaron 
estos casos tendieron a conformar 
tres grupos de tamaños relativamente 
similares. 

Con respecto a los fallos en materia 
tributaria, se destaca que hay un mayor 
consenso en la Sala. El 79% de las 
acciones admitidas durante el período 
2005-2015 (19 de 24) se resolvió por 
unanimidad. Adicionalmente, en cinco 
casos hubo notas separadas y solo dos 
se resolvieron por votación de 4-3. Se 
observa que los jueces se alinean en 
dos grupos claramente definidos y con 
fuerte interacción en su interior, uno 
de mayoría y otro de minoría.

El Segundo Informe Estado de la Jus-
ticia señala que una de las causas de las 
alineaciones entre magistrados puede 
ser los antecedentes compartidos, por 
ejemplo: experiencia laboral, edad, es-
pecialidad, entre otros. Esto se exploró 
con el análisis prosopográfico de las 
juezas y los jueces propietarios, el cual 
apunta a que, a lo largo de la historia de 
la Sala, hay distintas “generaciones” de 
magistrados que difieren entre sí por su 
trayectoria previa y sus áreas de especia-
lidad. La poca información disponible 
sugiere que los antecedentes inciden en 
las alianzas, que se conforman a partir 
no solo de posiciones jurídicas o ideo-
lógicas, sino también de las relaciones 
que se van configurando en razón de 
características comunes de las personas.

Por otro lado, no en todos los temas 
existe una dinámica política de mayo-
rías y minorías entre los magistrados 
de la Sala Constitucional. El análisis 
de redes aplicado a los patrones de 
votación permitió identificar ciertos 
asuntos en los que el tribunal exhibió 
un comportamiento relativamente 
unificado a lo largo de la década, más 
allá de los cambios en su integración y 
el contenido de las resoluciones. Este 
es el caso de las acciones de inconsti-
tucionalidad relativas a pensiones y la 
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materia de tránsito. En el primer caso, 
los once magistrados propietarios que 
en distintos momentos conocieron 
las AI tendieron a votar del mismo 
modo, lo que sugiere que existe una 
línea jurisprudencial definida que no 
es afectada por los cambios en la con-
formación de la Sala. En el segundo 
caso –tránsito-, nueve jueces tendieron 

a votar las mismas tesis y, como en 
el caso anterior, formaron un grupo 
relativamente homogéneo en el que 
las diferencias no fueron tan grandes 
como para alterar el clima consensual.

Para la realización de este estudio, 
cabe destacar la utilización de la base 
de datos prosopográfica de magis-
trados (2016), la base de datos de 

acciones de inconstitucionalidad sin o 
con lugar 2005-2015 (Base Resueltos) 
y la base de datos de admisibilidad 
2005-2015 (Base Admisibilidad), que 
incluye las AI que fueron rechazadas. 
Estas fueron construidas bajo la di-
rección del Programa Estado de la 
Nación, con los registros facilitados 
por la Sala Constitucional.
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A diferencia de los fallos sobre convenciones colecti-
vas y asuntos electorales, en materia tributaria hay mayor 
consenso en la Sala. El 79% de las acciones admitidas 
durante el período 2005-2015 (19 de 24) se resolvió por 
unanimidad. Adicionalmente, en cinco casos hubo no-
tas separadas y solo dos se resolvieron por votación de 
4-3. Un total de125 causas no pasó el examen de admisi-
bilidad (85% de las acciones recibidas).

La Sala ha valorado la constitucionalidad de la 
normativa contenida en el Código de Normas y Pro-
cedimientos Tributarios y las leyes de impuesto sobre 
la renta, bienes inmuebles e impuestos municipales, y 
ha declarado sin lugar la mayoría de los reclamos, al se-
ñalar que la fijación de la base impositiva es una de las 

atribuciones de las autoridades públicas, a partir de los 
principios de legalidad e igualdad19. Gran parte de las 
impugnaciones provino de contribuyentes que actuaron 
a título personal o en representación de empresas priva-
das (grandes contribuyentes como Nestlé y Alimentos 
Jack’s, entre otros). 

Las tendencias de votación, tanto en la unanimidad 
como en el rechazo de este tipo de asuntos (al menos 
por vía de AI) fueron rotas en un caso políticamente 
relevante: el expediente relativo a la Ley de Impuesto a 
las Personas Jurídicas (nº 9024). Contra esa normativa 
la Sala conoció veinticinco acciones y admitió solo dos. 
Una fue declarada sin lugar por unanimidad (voto 2013-
007228), mientras que la otra, resuelta mediante el voto 
2015-01241, tuvo una duración excepcional: del 30 de 
noviembre de 2012 al 28 de enero de 201520. En ese caso 
la Sala tuvo una votación dividida de 4 (Armijo Sancho, 
Jinesta Lobo, Rueda Leal y Salazar Alvarado) contra 3 
(Cruz Castro, Hernández López y Castillo Víquez); es-
tos últimos presentaron en conjunto un voto salvado 
con lugar, al cual el magistrado Castillo Víquez le incor-
poró razones adicionales.

Pese al alto grado de acuerdo en materia tributaria, 
cuando se analizan los patrones de votación a lo largo 
de diez años, se observa que los jueces se alinean en dos 
grupos claramente definidos y con fuerte interacción en 
su interior, uno de mayoría y otro de minoría (diagrama 
5.4).

Por último, cabe hacer una breve mención de los pa-
trones de votación en dos áreas sensibles: la ambiental y 
la penal. Los temas relacionados con el ambiente fueron 
la segunda fuente de AI durante el período 2005-2015: 
44 de las 496 acciones resueltas por la Sala (9%) perte-
necen a esta materia. El 64% de las sentencias se dictó 
por unanimidad, razón por la cual podría pensarse que 
la mayoría de las y los magistrados converge en una línea 
jurisprudencial en asuntos ambientales. Sin embargo, 
un análisis más fino revela que los once jueces propieta-
rios que votaron estos casos tendieron a conformar tres 
grupos de tamaños relativamente similares. Asimismo, 
quienes tramitaron más acciones de este tipo (los nodos 
al centro del diagrama 5.5 enlazados por líneas gruesas) 
por lo general se agruparon en dos tendencias definidas. 

Por su parte, los temas penales fueron la octava fuen-
te de AI durante el período, con 23 de 496 casos (5%). 
La resolución fue unánime en quince ocasiones y en las 
otras ocho los resultados se distribuyeron de la siguiente 
manera: tres votaciones de 4-3, tres de 5-2 y dos de 6-2.  

AVCM

PRL

LFSC

AVB

GAS

FCV

FCC

a/	Los	colores	indican	los	grupos	o	comunidades	de	magistrados	que	comparten	
patrones	de	votación	y	se	diferencian	del	resto.	El	grosor	de	las	líneas	indica	la	cantidad	
de	votaciones	compartidas	y	el	tamaño	de	los	nodos	es	el	número	de	veces	que	
cada	persona	redactó	una	sentencia.	Cada	una	de	las	siglas	utilizadas	identifica	a	un	
magistrado	o	magistrada,	según	lo	expuesto	en	el	cuadro	5.4.

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	base	de	datos	Resueltos	del	PEN.

◗ diagrama 5.4

Patrones de votación de las y los magistrados de la  
Sala Constitucional en acciones sobre asuntos tributarios. 
2005-2015ª/

 19 Un resumen de la jurisprudencia en esta materia puede consultarse en el voto 2012-02510. 
 
20  Un detalle relevante en los casos relacionados con materia tributaria es su duración. El 75% de las causas supera el año, lo que se aparta del patrón general de la Sala. 
Por ahora no se cuenta con información que ayude a explicar este comportamiento.

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con información de la base de 
datos Resueltos del PEN.

Herramientas para periodismo de datos

s	 Base de acciones de inconstitucionalidad sin o con lugar (Resueltos).
s	 Base de datos de admisibilidad de las AI.
s	 Base de datos prosopográfica de magistrados.

.



Defensa Pública amplía capacidades 
de atención, pero persisten retos 
en la gestión de su crecimiento
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La Defensa Pública de Costa Rica, 
si bien goza de prestigio a nivel inter-
nacional y ha mostrado un constante 
crecimiento en su cobertura de lugares 
y temas, presupuesto y cantidad de 
trabajo, en este Segundo Informe de 
la Justicia se identificaron desafíos en 
áreas como sistemas de gestión, las 
cargas de trabajo, cobros y evaluación 
del desempeño.

Durante el período 2004-2016 la 
Defensa Pública (DP) absorbió, en 
promedio, un 7,2% del presupuesto 
del Poder Judicial. Es el segundo de 
los seis programas de este órgano con 
menor dotación de recursos, pues las 
mayores partidas del presupuesto de 
2016 se dedicaron a los programas 
de Servicios Jurisdiccionales (34%), 
Dirección y Administración (23%), 
OIJ (22%) y Ministerio Público 
(11%). Sin embargo, en términos 
reales, el peso de esta entidad se ha 
incrementado: al pasar de 6,5% en 
2006 a 7,8% en 2016, triplicó la can-
tidad de fondos que recibe, de poco 

más de 10.000 millones a 32.492 
millones de colones constantes (base 
diciembre 2015). 

En términos de personal tiene al-
rededor de 500 funcionarios, de los 
cuales aproximadamente la mitad se 
dedica a la justicia penal. Pero están 
distribuidos de manera variable. En 
los registros nacionales destaca el caso 
de Upala, con casi 600 causas penales 
activas por año entre 2011 y 2015, para 
su único defensor público especializado 
en materia penal. En general, en 2015 
tres oficinas mostraban promedios 
mayores a 500 casos por defensor y 
otras seis superiores a 400. 

También, los servicios de la DP tie-
nen una amplia demanda. De acuerdo 
con las estadísticas oficiales, desde el 
cierre de 2011 hasta el cierre de 2015, 
el promedio nacional de causas activas 
por plaza de defensor especializado 
en materia penal al final de cada año 
fue mayor a 280 y llegó a un máximo 
de 307 en 2011. Los asuntos entra-
dos y terminados, en promedio por 

Defensa Pública amplía capacidades 
de atención, pero persisten retos 
en la gestión de su crecimiento

s	 Institución supervisa en promedio a 66 defensores por año, lo cual 
permite desarrollar acciones de capacitación y posibles sanciones 
disciplinarias. 

s	 Inexistencia de datos sobre el desempeño específico de cada defen-
sor o defensora impide la realización de estudios a profundidad del 
rendimiento de la DP.
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defensor, por año se mantuvieron 
estables: en 2015 fueron 138 y 150, 
respectivamente. 

Por otro lado, el Segundo Infor-
me Estado de la Justicia señala que 
la ausencia de datos específicos - 
cuantitativos y cualitativos - sobre el 
desempeño por defensor o defensora, 
limita la realización de estudios sobre 
el rendimiento de la DP. Tampoco 
se cuenta con información sobre 
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El crecimiento de los recursos presupuestarios de la 
DP coincide con la apertura de los tribunales de flagran-
cia, en 2008, y el consiguiente aumento en las labores 
usuales de la DP. Estas instancias se distinguen de los 
tribunales ordinarios por estar dedicadas a la ejecución 
de juicios o procedimientos expeditos aplicados a delitos 
flagrantes14.

Para los efectos de este estudio se intentó conocer 
los presupuestos específicos del Segundo Circuito Judi-
cial de San José. Sin embargo, no es posible desglosar los 
montos asignados a remuneraciones por cada unidad o 
sede de la DP. Este rubro es el más importante dentro del 
presupuesto, por lo que la falta de información impide 
ahondar en el análisis sobre la efectividad de los servi-
cios. Se sabe que en 2015 la oficina del Segundo Circuito 
contaba con 36 defensores y defensoras. De ellos, 26 se 
dedicaban a la materia penal: 11 que atendían exclusiva-
mente casos de flagrancia y 15 a cargo de los casos ordi-
narios. 

Demanda	de	servicios	de	defensa	legal
 Los servicios de defensa pública tienen una amplia 

demanda. La DP posee registros de cargas de traba-
jo actualizadas por número de plaza, que permiten la  
asignación y atención de asuntos nuevos y, por ende, el 
seguimiento del circulante, independientemente de si las 
y los funcionarios se trasladan, se incapacitan o están de 

50 

150 

250 

350 

2011 2012 2013 2014 2015 

Causas entradas Causas terminadas Causas activas al cierre del año 

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	la	Defensa	Pública.

◗ Gráfico 6.2

Causas promedio en materia penal, por defensor público
(promedio anual) 

 14 De acuerdo con el artículo 236 del Código Procesal Penal, se considera delito flagrante aquel que ocurre en algunas de las siguientes circunstancias: i) 
el autor del hecho es sorprendido en el momento de cometerlo o inmediatamente después, ii) el autor comete el hecho mientras es perseguido y iii) el autor 
tiene objetos o presenta rastros que hacen presumir vehementemente que acaba de participar en el hecho punible.  
15 Los promedios nacionales de causas activas por defensor en materia penal fueron calculados a partir de la situación reportada en el último día del año. Las 
cifras podrían ser diferentes si el dato se calcula a mediados de año.

vacaciones, ya que los códigos de plaza permanecen in-
variables. Este seguimiento cuantitativo se complemen-
ta con otros controles cualitativos que se explicarán más 
adelante. 

Sin embargo, la DP carece de datos históricos por 
el nombre específico de las personas, es decir, no cuenta 
con estadísticas sobre la carga laboral de cada defensor o 
defensora en particular, lo cual, sea en el ejercicio público 
o privado de la profesión, es un elemento determinante 
de la calidad del servicio que brinda. Es previsible que un 
abogado con exceso de trabajo tenga poco tiempo para 
analizar con calma los casos, planear estrategias de nego-
ciación y prepararse para defender en juicio los intereses 
del imputado, teniendo en cuenta el alto costo que mu-
chas veces implica tener una mala defensa: ir a prisión. 

La ausencia de datos específicos limita la realización 
de estudios sobre el desempeño de la DP, pues el factor 
de la carga laboral por persona puede explicar, al menos 
parcialmente, los resultados obtenidos. Hoy se descono-
ce si ciertos defensores de los imputados de bajos ingre-
sos tienen demasiado trabajo y otros tienen muy poco. 
Tampoco se sabe si esas cargas inciden en las sentencias 
que reciben las personas pobres.

Históricamente, la DP ha considerado que el circu-
lante máximo por defensor debe oscilar entre 180 y 200 
casos anuales (E: Víquez, 2015). No obstante, en la prác-
tica a menudo se supera ese rango. De acuerdo con las 
estadísticas oficiales, desde el cierre de 2011 hasta el cie-
rre de 2015, el promedio nacional de causas activas por 
defensor especializado en materia penalal final de cada 
año15 fue mayor a 280, y llegó a un máximo de 307 en 
2011. Los asuntos entrados y terminados en promedio 
por defensor por año se mantuvieron estables: oscilaron 
entre 127 y 146 en el primer caso, y entre 138 y 150 en el 
segundo (gráfico 6.2).

En los registros nacionales destaca el caso de Upala, 
con casi 600 causas penales activas por año entre 2011 
y 2015 para su único defensor público especializado en 
materia penal. En general, en 2015 tres oficinas mos-
traban promedios mayores a 500 casos por defensor y 
otras seis, superiores a 400 (cuadro 6.1). La demanda de 
trabajo en el Segundo Circuito Judicial de San José está 
ligeramente por debajo del promedio nacional, pero por 
encima del tope recomendado por la DP: entre 2009 y 
2015 el promedio de casos penales ordinarios en trámite 
por defensor fue menor a 300, pero superior al rango de 
entre 180 y 200 asuntos. A ello deben sumarse unos cien 
casos de flagrancia por año.

cómo se resuelven los casos por tipo 
de defensor.

La Dirección de la DP reporta la 
realización de giras anuales de super-
visión en todas las oficinas del país, 
para evaluar el desempeño de las y 
los defensores. Entre 2010 y 2015 
la entidad efectuó supervisiones a 
un promedio de 66 defensores por 
año, aunque las cantidades son muy 
variables. Por ejemplo, en 2011 se 

supervisaron 142 y un año después 
la cifra se redujo a 29. A julio de 
2016 se habían desarrollado 63 de 
estos procedimientos en todo el país. 

Los resultados permiten a la DP 
desarrollar acciones de capacitación 
para solventar los desafíos detecta-
dos. Además, si durante el proceso 
se registran faltas a los deberes del 
defensor, los casos se trasladan a la 
Unidad de Supervisión Disciplinaria, 
si no superan los quince días de san-
ción. Así, entre el 31 de octubre de 
2014 y el 31 de octubre de 2015, esa 
instancia registró 112 causas contra 
sus funcionarios. Un 39% de ellas 
correspondió a quejas por negligencia 
(Defensa Pública, 2015). La entidad 
finalizó 74 procesos, que en su gran 
mayoría resultaron archivados (55), 
dos concluyeron con una suspensión 
sin goce de salario y tres con una de-
claratoria de incompetencia. El resto 
se distribuyó entre amonestaciones 
escritas y llamadas de atención. 

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con datos de la Defensa 
Pública.

Población carcelaria creció 
en un 60% en la última década
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El Segundo Informe Estado de la Justi-
cia identificó tres fuentes judiciales rele-
vantes que inciden en el fuerte aumento 
de la cantidad de personas privadas de 
libertad: el aumento de las sentencias 
condenatorias en juicios ordinarios, 
la entrada en funcionamiento de los 
tribunales de flagrancia, y la frecuencia 
y duración de la prisión preventiva que 
los jueces y juezas dictan para arraigar 
a los imputados de delitos. 

Las condiciones anteriormente men-
cionadas incidieron en que la población 
carcelaria por 100.000 habitantes se 
incrementara en un 60% en la última 
década, hecho que a su vez ha generado 
una fuerte presión sobre la infraestruc-
tura penitenciaria, que no se amplió 
correlativamente en ese período.

Entre 2005 y 2008, de las sentencias 
dictadas por los tribunales penales la 

mitad o menos fueron condenatorias. 
Esa proporción empezó a crecer a partir 
de 2009, hasta alcanzar en 2015 casi 
dos terceras partes de los fallos emiti-
dos en procesos ordinarios y más del 
80% en los tribunales de flagrancia. 
En diez años se produjo un incremento 
de dieciocho puntos porcentuales, lo 
que en términos absolutos representa 
5.200 personas condenadas más que 
en 2005.

No todas las condenas implican una 
pena de prisión, pues existen otras san-
ciones tales como multas, trabajos y 
ejecución condicional de la pena. En 
promedio, la proporción de condena-
torias que sí implican prisión efectiva 
fue de 66% en los procesos ordinarios 
entre 2005 y 2015 y de 52% en los de 
flagrancia en el período 2008-2015; en 
estos últimos se usan con más frecuencia 

Población carcelaria creció 
en un 60% en la última década

s	 Entre 2005 y 2015, las principales causas de este crecimiento: au-
mento de sentencias condenatorias en tribunales ordinarios, entrada 
en operación de los tribunales de flagrancia y el uso y duración de la 
prisión preventiva. 

s	 Delitos contra la propiedad son el principal motivo de las sentencias de 
prisión efectiva; en un centro penitenciario a mediados de 2016, un 39% 
de las personas ingresaron por esa causa y descontaban penas de seis 
años en promedio, y un 85% había sido condenado por robo agravado.
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las sanciones alternativas. El número 
de personas ingresadas en algún centro 
penitenciario se duplicó, al pasar de 
2.371 en 2005 a 5.433 en 2015. 

Asimismo, el crecimiento de las 
condenatorias está asociado directa-
mente a los delitos contra la propie-
dad, que son el principal motivo de 
las sentencias de prisión efectiva. De 
las personas que se encontraban en un 
centro penitenciario a mediados de 
2016, el 39% ingresó por esa causa. 
En promedio descontaban penas de 
seis años y el 85% había sido con-
denado por robo agravado. Este tipo 
de delito tiene una sanción de cinco 
a quince años de cárcel, lo cual hace 
imposible la ejecución condicional 
de la pena, pues esta solo es viable 
en casos que ameritan menos de tres 
años de prisión. 

Por otro lado, este Segundo Informe 
señala que la creación de los tribunales 
de flagrancia generó una nueva fuente 
de privación de libertad. De confor-
midad con el artículo 236 del Código 
Procesal Penal, un caso de flagrancia 
se presenta cuando el autor de un 
delito es sorprendido cometiéndolo 
o inmediatamente después, mientras 
es perseguido o si tiene objetos o 
rastros que hagan presumir de forma 
vehemente que acaba de participar en 
un hecho delictivo. Para este tipo de 
casos existen despachos especializa-
dos: los tribunales de flagrancia. En 
ellos se omite la etapa intermedia y 
el procedimiento judicial que se de-
sarrolla es totalmente oral y expedito. 
El servicio funciona las veinticuatro 
horas del día. 

En 2014 existían catorce tribunales 
de flagrancia repartidos por todo el 
país. Las estadísticas del Poder Judicial 
reportan las sentencias y condenas 
de estos juzgados a partir de 2008, 
iniciando con el plan piloto que se 
ejecutó en el Segundo Circuito Judi-
cial de San José. El trámite de delitos 
flagrantes pasó de representar un 2% 
de las condenas de los tribunales pena-
les en aquel año, a un 34% en 2015. 
En términos absolutos esto equivale 
a alrededor de 79 condenas en 2008 
versus 3.040 en 2015, de las cuales 
1.585 significaron prisión efectiva.

Para ilustrar el impacto de los tri-
bunales de flagrancia en el encar-
celamiento se puede analizar una 
situación hipotética, en la que se 
suprime el porcentaje de sentencias 
condenatorias con prisión efectiva 
dictadas por esos juzgados. En ese 
escenario, la sobrepoblación se habría 
reducido un 38% en 2015.

Otro de los motivos que inciden en 
el aumento de las personas privadas 
de su libertad corresponde al uso de 
la prisión preventiva. Cabe men-
cionar que una de las medidas más 
utilizadas en el sistema costarricense 
como alternativa a la privación de 
libertad es la ejecución condicional 
de la pena. Según los artículos 59 y 
60 del Código Penal, esta se puede 
aplicar siempre que la pena sea menor 
a tres años de prisión, que la perso-
na no haya sido condenada antes 
(es decir, que no sea reincidente) y 
muestre arrepentimiento y voluntad 
de reparar el daño.

Los tribunales ordinarios aplican la 
ejecución condicional a un tercio de 
sus condenatorias (31%), proporción 
que se mantiene relativamente esta-
ble desde 2005 y que solo presentó 
reducciones leves con la entrada en 
vigencia del Código Procesal Penal, 
en 2008.
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Una de las medidas más utilizadas en el sistema cos-
tarricense como alternativa a la privación de libertad es 
la ejecución condicional de la pena. Según los artículos 
59 y 60 del Código Penal, esta se puede aplicar siempre 
que la pena sea menor a tres años de prisión, la perso-
na no haya sido condenada antes (es decir, que no sea 
reincidente) y muestre arrepentimiento y voluntad de 
reparar el daño. La verificación de estos requisitos es res-
ponsabilidad del juez o jueza y del Instituto Nacional de 
Criminología.

Hay diferencias en el uso de estas medidas entre los 
tribunales ordinarios y los de flagrancia. Los segundos 
utilizan más el beneficio de ejecución condicional de la 
pena (en promedio, un 43% de las condenas desde 2008), 
aunque se nota una disminución en los últimos años. En 
todo caso, la prisión efectiva es menor en los tribunales 
de flagrancia que en los ordinarios (53% contra 66%). 

El comportamiento de estos indicadores es relevan-
te. Si por algún motivo se dificultara la aplicación de 
medidas alternas, debido, por ejemplo a un incremento 
de las penas superiores a tres años, o cambios en la de-
finición de la reincidencia, el peso de la prisión efectiva 
aumentaría, y se convertiría en un disparador del hacina-
miento carcelario. 

Los tribunales ordinarios aplican la ejecución condi-
cional a un tercio de sus condenatorias (31%), propor-
ción que se mantiene relativamente estable desde 2005, y 
que solo presentó reducciones leves con la entrada en vi-
gencia del Código Procesal Penal, en 2008 (cuadro 7.4).

En la categoría de beneficios carcelarios, la libertad 
condicional brinda a quienes están descontando prisión 
la posibilidad de solicitar al juez o jueza de ejecución de 
la pena, que es la persona encargada de velar por el debi-

do cumplimiento de la condena y las medidas de seguri-
dad, que les permita salir bajo las condiciones que se les 
señalen (artículo 66 del Código Penal). De conformidad 
con los artículos 64 y 65 del Código Penal, los privados 
de libertad pueden optar por este beneficio cuando ten-
gan cumplida la mitad de la pena y no hayan sido con-
denados con anterioridad con una sanción mayor a seis 
meses de cárcel. 

Dado que la solicitud oportuna y el trámite expedito 
de las solicitudes de libertad condicional pueden inci-
dir en la sobrepoblación carcelaria, para este capítulo 
se consideró pertinente investigar el tema. A falta de 
estadísticas sistemáticas, se realizó un ejercicio explora-
torio en el Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer  

 Distribución porcentuala/   
 Total de condenas Prisión efectiva Ejecución condicional 
Año Tribunal ordinario Flagrancia Tribunal ordinario Flagrancia Tribunal ordinario Flagrancia
2005	 3.628	 	 65,4	 	 31,3	
2006	 3.586	 	 60,7	 	 34,5	
2007	 3.736	 	 62,6	 	 32,3	
2008	 3.777	 79	 67,6	 53,2	 28,8	 46,8
2009	 4.605	 364	 68,6	 61,3	 28,2	 36,0
2010	 4.765	 1.274	 66,2	 46,5	 30,2	 51,3
2011	 5.519	 1.555	 64,1	 51,4	 32,7	 45,3
2012	 6.140	 1.945	 69,5	 51,8	 27,0	 45,6
2013	 6.076	 2.701	 66,4	 53,9	 30,2	 41,8
2014	 6.089	 2.739	 65,2	 52,4	 30,6	 40,6
2015	 5.831	 3.040	 66,0	 52,1	 30,6	 39,0

a/	Los	porcentajes	no	suman	100%	debido	a	que	se	excluye	las	penas	no	clasificadas	como	prisión	preventiva	o	ejecución	de	la	pena

Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	los	Anuarios	Judiciales.

◗ Cuadro 7.4

Personas condenadas por los tribunales de flagrancia y ordinarios, según tipo de pena. 2005-2015 
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Fuente:	Elaboración	propia	con	base	en	los	Anuarios	Judiciales.

◗ Gráfico 7.7
Condenas totales, según tipo de tribunal. 2005-2015

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con base en los Anuarios 
Judiciales.

Mejoran controles internos del OIJ
pero no así su rendición de cuentas
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Los controles internos del Organis-
mo de Investigación Judicial (OIJ) 
han mejorado y se han fortalecido 
recientemente en el país. No obstante, 
la existencia de controles no garantiza 
automáticamente la transparencia y la 
rendición de cuentas por parte del OIJ.

El Segundo Informe Estado de la Justi-
cia revela que en los últimos diez años, 
las capacidades institucionales del OIJ 
han tenido un notable crecimiento, en 
respuesta a un contexto de crecientes 
demandas en materia de seguridad ciu-
dadana. La mayor dotación de recursos 
ha sido acompañada de reformas de 
gestión que están reconfigurando la 
gobernanza de esa entidad.

Desde el 2012 el OIJ inició con la 
implementación de una serie de sis-
temas integrados para registrar y dar 
seguimiento a su trabajo, por ejemplo, 
la puesta en operación de herramientas 
tecnológicas para crear un modelo de 
gestión multidimensional. Con ello 
se han fortalecido los mecanismos de 
control administrativo interno, sobre 

todo del rendimiento de los agentes 
investigadores. 

A pesar de la existencia de controles, 
estos no garantizan la transparencia y 
la rendición de cuentas del OIJ, ni su 
apertura al escrutinio público. Dicho 
Organismo ha desplegado esfuerzos 
para proveer a la ciudadanía de más y 
mejor información policial (consultas 
de las denuncias en línea, reportes 
sobre la periodicidad de los delitos), 
pero no información sobre su gestión 
institucional, metas, indicadores, régi-
men de sanción, personal, etc.

Por otro lado, se señala que los con-
troles externos, políticos, legales o 
administrativos son poco ejercidos en 
la actividad del OIJ. 

Con respecto a los mecanismos 
diseñados para que las autoridades 
judiciales evalúen su gestión, en el 
marco del sistema de control interno 
de la institución, la Corte Suprema y 
el Consejo Superior deben aprobar la 
creación de nuevas dependencias en el 
OIJ y la implementación de políticas 

Mejoran controles internos del OIJ
pero no así su rendición de cuentas

s	 En los últimos cinco años se fortaleció el seguimiento al trabajo de los 
agentes investigadores del OIJ por un mayor uso de las tecnologías 
de información y comunicación.

s	 En 2015 el OIJ recibió 86.779 denuncias de todo tipo.
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específicas, como la norma de calidad 
y el desarrollo de la Plataforma de 
Información Judicial. En este sentido, 
el personal del OIJ recibe capacitación 
de la Unidad de Control Interno del 
Poder Judicial, utiliza la metodología 
de control de riesgos y elabora anual-
mente las autoevaluaciones diseñadas 
por esa Unidad.

Un segundo control lo constituye 
la Comisión Permanente de Enlace 
con el OIJ. Esta instancia tiene como 
atribuciones conocer previamente los 
asuntos que el Organismo remitirá 
a la Corte y velar por una función 
policial correcta y eficiente. Se di-
namizó en 2015 para iniciar una 
investigación sobre denuncias contra 
el OIJ, de la cual aún no se conocen 
los resultados. 

El OIJ puede ser fiscalizado por la 
Contraloría General de la República, 
la Defensoría de los Habitantes de la 
República y la Asamblea Legislativa, 
pero tienen una escasa e intermitente 
intervención en este órgano. Asimis-
mo, está sujeto al control ciudadano, 
que puede ser ejercido directamente, 
por medio de denuncias o solicitudes 
de información, de las cuales no se 
cuenta con datos. 

Una debilidad señalada en este 
Segundo Informe Estado de la Justicia 
se relaciona con la falta de informa-
ción a los usuarios para comunicarles 
cómo se desarrolla su caso o cómo 
terminó. Por ello, en este Informe 
se describe el recorrido que sigue 
un caso en cada etapa de la investi-
gación y los mecanismos que se han 

implementado para garantizar a las 
personas usuarias el cumplimiento 
del debido proceso.

De las denuncias ingresadas anual-
mente al OIJ, el 85% corresponde 
a “denuncia contra ignorado” (se 
inicia una investigación en la que se 
desconoce quién o quiénes son los 
responsables del hecho). En la fase 
de presentación de una denuncia, la 
obligación legal de aceptar todos los 
casos y la amplia cobertura del servi-
cio del OIJ constituyen la principal 
garantía de los derechos procesales 
de los habitantes del país.

En la fase de investigación, los casos 
se clasifican en cuatro categorías según 
su nivel de complejidad: sencillos, 
intermedios, complejos y élite. Para 
hacer dicha clasificación se asignan 
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persecución criminal, y ha obligado a las autoridades del 
OIJ a adoptar medidas para satisfacerla. La cantidad de 
asuntos ingresados en cada una de las dependencias es 
un primer indicador del volumen de esa demanda, o la 
cantidad de casos entrados. En un apartado posterior se 
complementará el análisis con lo que se resuelve. Ade-
más, ambos datos deben analizarse a la luz de la pobla-
ción atendida por cada oficina, algunas tienen cobertura 
nacional y otras cubren poblaciones muy pequeñas. Si 
solo se consideran los ingresos por oficina, las dependen-
cias del OIJ se pueden agrupar en tres niveles de deman-
da: alto, medio y bajo. Trece instancias registran más de 
2.000 casos al año, encabezadas por la Sección de Robos 
(8.668) y, desde el punto de vista geográfico, la Delegación 
 de Heredia (5.715). En el extremo opuesto están la De-
legación de Monteverde (172) y las secciones de Lavado 
de Dinero y Estupefacientes (cerca de 75 casos cada una; 
gráfico 8.4).

En resumen, en la fase de presentación de una de-
nuncia, la obligación legal de aceptar todos los casos y 
la amplia cobertura del servicio del OIJ constituyen la 
principal garantía de los derechos procesales de las y los 
habitantes del país.

◗ Figura 8.2

Proceso que sigue una denuncia en el OIJ

Ingreso del caso Asignación Investigación Control Informe al MP
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Guardia o
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a.	Élite	 0,1%
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c.	Intermedio	 3,0%
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Manual de investigación
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a/	Contra	ignorado:	denuncias	en	las	que	no	se	conoce	el	autor	del	posible	delito.	
b/	Guardia	o	flagrante:	denuncias	recibidas	en	las	sedes	del	OIJ	o	como	resultado	de	un	operativo	del	mismo	OIJ.
c/	MP:	Ministerio	Público.	
d/	CICO:	Centro	de	Información	Confidencial.

Fuente:	Elaboración	propia	con	datos	de	la	Oficina	de	Planes	y	Operaciones	del	OIJ.
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Fuente:	Elaboración	propia	a	partir	de	las	estadísticas	del	OIJ.

◗ Gráfico 8.3

Perfil de las víctimas en las denuncias ante el OIJ programa. 
(porcentajes)

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con datos de la Oficina de Planes y Operaciones del OIJ.
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puntos a cada expediente y se establece 
un ranking de investigación. Se estima 
que cada agente se encarga simultá-
neamente de cuatro casos. 

El proceso del OIJ finaliza con un 
informe, en un plazo dentro de los 120 
días posteriores al inicio. Los informes 
más comunes son sobre la categoría de 
caso no resuelto (NR), que es remitido 

al Ministerio Público sin que en la 
investigación criminal se haya logrado 
identificar al autor del hecho delictivo; 
el caso resuelto con imputado (RCI) es 
remitido al Ministerio Público, luego 
de que en la investigación criminal 
se ha identificado al presunto autor 
o autores del hecho delictivo; y el 
caso resuelto sin imputado (RSI) es 

remitido al Ministerio Público, por-
que en la investigación se estableció 
la verdad de los hechos, pero no hay 
un imputado ya que no existió delito 
(suicidios, muertes por causas naturales 
y denuncias ingresadas que luego se 
determinó que no constituían delitos).

En cuanto a los casos no resueltos 
(NR), en el período 2011-2015, en 
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a/Caso	que	es	remitido	al	Ministerio	Público	sin	que	en	la	investigación	criminal	se	haya	logrado	identificar	al	autor	o	autores	del	hecho	
delictivo.

b/	Caso	que	es	remitido	al	Ministerio	Público	luego	de	que	en	la	investigación	criminal	se	ha	identificado	al	presunto	autor	o	autores	del	
hecho	delictivo.

c/	Se	excluye	la	Unidad	de	Delitos	Informáticos,	que	también	funciona	como	unidad	de	apoyo	a	las	demás	delegaciones.	Las	siglas	
DCLIF,	TyTP	corresponden	a	las	dependencias	que	investigan	delitos	contra	la	integridad	física	y	el	tráfico	y	trata	de	personas.

Fuente:	Elaboración	propia	con	información	de	la	Oficina	de	Planes	y	Operaciones	del	OIJ.

◗ Gráfico 1.14

Informes de casos no resueltos(NR)a/y casos resueltos con imputado (RCI)b/,  
por tipo de dependenciac/. 2011-2015

Fuente: Segundo Informe Estado de la Justicia, 2017 con linformación de la Oficina de Planes y Operaciones del OIJ.
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promedio, las oficinas y delegaciones del 
Organismo emitieron 5.912 informes 
por año. Cabe señalar que 32 de las 
47 dependencias están por debajo del 
promedio del quinquenio, mientras que 
entre las restantes quince que lo superan, 
hay cuatro que registran cifras muy supe-

riores al resto: la Delegación de Alajuela 
con 17.469, la de Heredia con 22.582, 
la Oficina de Asaltos con 24.373, y la 
Oficina de Robos con 34.628.

Por su parte, la cantidad de casos 
resueltos con imputado (RCI) au-
mentó ocho puntos porcentuales 

(pasó de 20% a 28% en los cinco 
años del período analizado). Dicha 
mejora tiene efectos en todo el sis-
tema de administración de justicia, 
pues impacta directamente a la Fis-
calía, que es la encargada de cerrar 
los procesos.





EN CONVENIO CON

www.estadonacion.or.cr @EstadoNacion
EstadoNacion
EstadoNacion

2


